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MENSAJE DEL CONSEJERO PRESIDENTE

En la Estrategia de Educación Cívica y Participación Ciuda-
dana 2016-2021 de la Comisión Estatal Electoral (cee) se ha 
documentado que existe una escasa investigación, en gene-
ral, acerca de la cultura política en nuestro país y en la enti-
dad. En este sentido, la expresión de buenas razones a través 
de piezas ensayísticas de calidad, consideramos, promoverá 
un impulso al conocimiento del estado de nuestra cultura 
política democrática. Más aún porque este Certamen se ha 
abierto a la participación de personas residentes en países 
iberoamericanos.

Con la edición que ahora se presenta, la cee consolida, 
desde una perspectiva nacional y latinoamericana, el Cer-
tamen de Ensayo Político. Estamos seguros que este diálo-
go entre personas interesadas por la cultura política será un 
eslabón más en el reconocimiento de lo que somos y, sobre 
todo, de lo que deseamos llegar a ser como comunidad de-
mocrática.

Para este año hemos recibido en total 46 ensayos. Desta-
camos que en cuanto al origen de género, 18 fueron escritos 
por mujeres y 28 por hombres. El promedio de edad de las y 
los autores es de 33 años para las mujeres y 35 para los varo-
nes. Si bien la mayoría de los ensayos son escritos por per-
sonas residentes en nuestro país, contamos asimismo con 
trabajos de personas de Argentina, Colombia, Cuba, Bolivia 
y España. 

Subrayamos también el origen académico de las y los par-
ticipantes: 33% cuenta con licenciatura; 28% está estudian-
do licenciatura o bachillerato; 22% tiene grado de maestría; 
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11%, doctorado; 4%, diplomado o especialidad; y 2% tiene 
bachillerato terminado.

En esta edición, el primer lugar correspondió al ensayo ti-
tulado «¿Ciudadanos o votantes? La centralidad del voto en la 
democracia latinoamericana», obra de Carlos Ernesto Ichuta 
Nina (de nacionalidad boliviana y radicado en nuestro país). 
El segundo premio correspondió al ensayo «América Latina, 
de la crisis de representatividad a la participación ciudada-
na», autoría de Álvaro López Sánchez (mexicano residente 
del estado de Jalisco). Mientras que el tercer lugar fue para el 
ensayo denominado «La resignificación social de la mujer y 
su importancia en la eliminación de la violencia política de 
género», de Rita Astrid Muciño Corro (mexicana residente 
de la Ciudad de México).

Por su parte, recibieron mención honorífica los trabajos 
elaborados por Héctor Manuel Gutiérrez Magaña («Nuevas 
vías de democratización en América Latina») y Jorge Artu-
ro González Ruiz («Aplicación del principio de igualdad y no 
discriminación con perspectiva de género en los derechos 
humanos para erradicar la violencia política contra las mu-
jeres en México»).

A todas las personas galardonadas, así como a quienes 
remitieron sus ensayos para concursar, la Comisión Estatal 
Electoral les extiende un sincero agradecimiento y recono-
cimiento.

No podemos finalizar este breve mensaje sin también 
destacar el invaluable trabajo de la y los integrantes del jurado 
calificador, así como el compromiso de las instituciones en 
las cuales colaboran como docentes e investigadores. Por 
mi conducto, las Consejeras, los Consejeros y la Dirección 
de Capacitación Electoral felicitamos a la Dra. Alba Teresa 
Carosio Rodríguez del Centro de Estudios Latinoamericanos 
Rómulo Gallegos, al Dr. Rafael Enrique Aguilera Portales de la 
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Universidad Autónoma de Nuevo León y al Dr. Pedro Rubén 
Torres Estrada de la Escuela de Gobierno y Transformación 
Pública del Tecnológico de Monterrey. Sin sus conocimientos 
y su tiempo habría sido imposible alcanzar nuestros objetivos.

Muchas gracias.

Dr. Mario Alberto Garza Castillo
Consejero Presidente

Comisión Estatal Electoral Nuevo León





MENSAJE DEL JURADO CALIFICADOR

El Décimo Octavo Certamen de Ensayo Político que reali-
za la Comisión Estatal Electoral significa una extraordinaria 
oportunidad de ejercicio democrático y cívico, un espacio 
de deliberación pública y política, una plazuela intelec-
tual pública donde podemos debatir y pronunciarnos so-
bre los nuevos retos y desafíos de la democracia en México. 
Sin duda, un certamen ya plenamente institucionalizado y 
consolidado.  

En este certamen todas las personas participantes, en 
igualdad de oportunidades, pueden competir por obtener 
la mejor contribución o aportación a los problemas públicos 
que nos acechan. Queremos señalar que la convocatoria ha 
sido abierta, pública y trasparente.   

Igualmente, quienes integramos el Jurado Calificador, 
queremos señalar y destacar la magnífica y excelente parti-
cipación, tanto por la cantidad de trabajos recibidos, como 
por la calidad de los mismos. Sus contribuciones ayudan a 
mantener el debate, la reflexión y la revisión de nuestras 
instituciones democráticas, así como a impulsar su innova-
ción y renovación política. 

El Certamen de Ensayo Político propicia e impulsa un 
ejercicio intelectual comprensivo y significativo en torno a 
los problemas públicos que debemos enfrentar en una inci-
piente democracia frágil y vulnerable. Todos sabemos que 
los procesos de transición democrática son ambivalentes, 
complejos y ambiguos, por lo que se requiere fortalecer las 
instituciones políticas y formar una ciudadanía activa y 
participativa. 
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La democracia no es un estatus o posición donde cómo-
damente nos instalemos, sino una conquista diaria, cons-
tante y cotidiana. No hay democracia sin educación, de-
bate, confrontación y deliberación de ideas. Los presentes 
trabajos pretenden acometer estos dos objetivos desde el 
razonamiento público, la crítica constructiva y autonomía 
política. El ejercicio de nuestros derechos fundamentales y 
libertades públicas requiere de un notable esfuerzo de for-
mación y educación democrática. No existe democracia sin 
educación ni formación. De ahí la importancia de este cer-
tamen público. En principio, ningún individuo nace siendo 
ciudadana o ciudadano, sino que esta tarea requiere tiem-
po, esfuerzo y educación. Por ello, el papel que juega la Co-
misión Estatal Electoral en la formación cívica y política es 
fundamental para consolidar y forjar una democracia avan-
zada y estable en México.

La composición de este jurado evaluador y calificador 
ha sido plural y diversa, conformado por la Dra. Alba Te-
resa Carosio Rodríguez (Centro de Estudios Latinoamerica-
nos Rómulo Gallegos), el Dr. Rafael Enrique Aguilera Porta-
les (Universidad Autónoma de Nuevo León) y el Dr. Pedro 
Rubén Torres Estrada  (egtp Tecnológico de Monterrey). 
Las deliberaciones han sido sopesadas, equilibradas y ecuá-
nimes, en busca siempre la imparcialidad, objetividad e in-
dependencia en el veredicto.

Los criterios que nos parecieron fundamentales para la 
evaluación son los siguientes: 1) originalidad y creatividad, 
2) solidez teórica y fundamentación científica, 3) claridad 
de la hipótesis planteada, 4) coherencia argumentativa y 
exposición, y 5) ortografía y redacción. Los trabajos que 
obtuvieron la puntuación más alta en la suma de estas 
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dimensiones fueron los cinco ensayos incluidos en este 
volumen. Durante la deliberación final, y para efectos de 
romper con empates, identificamos un criterio adicional: 
la relevancia del ensayo como contribución al debate 
público. Todos los acuerdos del jurado fueron unánimes y 
plenamente consensuados.

La participación en esta edición ha sido excelente, con 
46 trabajos, de los cuales 18 son de mujeres, de entre 18 a 
56 años y, 28 de hombres, de entre 18 a 69 años; un dato a 
destacar es que, de las 18 mujeres, 16 participan por primera 
ocasión.

Los primeros tres ensayos de este volumen corresponden 
respectivamente al primero, segundo y tercer lugar. El pri-
mer premio ha sido otorgado a Carlos Ernesto Ichuta Nina: 
por «¿Ciudadanos o votantes? La centralidad del voto en la 
democracia latinoamericana» ciudadano latinoamericano 
(boliviano) que reside en la Ciudad de México. El segundo 
lugar fue para Álvaro López Sánchez, mexicano de Jalisco, 
por «América Latina, de la crisis de representatividad a la 
participación ciudadana». Mientras que el tercer lugar lo 
obtuvo Rita Astrid Muciño Corro, de la Ciudad de México, 
con su trabajo «La resignificación social de la mujer y su 
importancia en la eliminación de la violencia política de 
género». Como primera mención honorífica se encuentra 
a Héctor Manuel Gutiérrez Magañ, con «Nuevas vías de de-
mocratización en América Latina», autor mexicano con re-
sidencia en Colima. En la segunda mención honorífica tene-
mos a Jorge Arturo González Ruiz, de Puebla (México), con 
«Aplicación del principio de igualdad y no discriminación 
con perspectiva de género en los derechos humanos para 
erradicar la violencia política contra las mujeres en México».
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Queremos expresar nuestra felicitación sincera por 
la calidad de los trabajos, sus aportaciones a todos sus 
participantes, así como el esfuerzo que la Comisión Estatal 
Electoral realiza por dicho certamen. 

Dr. Rafael Enrique Aguilera Portales 
Presidente del Jurado Calificador

Dra. Alba Teresa Carosio Rodríguez
Miembro del Jurado Calificador

Dr. Pedro Rubén Torres Estrada
Miembro del Jurado Calificador
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La Comisión Estatal Electoral Nuevo León, con fundamento en los artículos 85, fracciones I y VI; 87; 97, fracción XXXIII 
de la Ley Electoral para el Estado de Nuevo León; así como en los artículos 6, fracciones I y VI; y 65, fracciones III y IX del 
Reglamento de la Comisión Estatal Electoral y de las Comisiones Municipales Electorales del Estado de Nuevo León, convo-
ca a la ciudadanía y a jóvenes originarios o radicados en países de América Latina, al Décimo Octavo Certamen de Ensayo 
Político, conforme a las siguientes:

BASES
PRIMERA. Objetivo

Este certamen tiene por objeto coadyuvar en la promoción y difusión de la cultura democrática en América Latina y generar 
reflexión sobre la realidad política y social en los países latinoamericanos.

SEGUNDA. Aspectos generales
1. El certamen se desarrollará en una sola categoría de ensayo.
2. La participación será individual, no se admitirán trabajos en coautoría.
3. Las personas interesadas en participar deberán cubrir los siguientes requisitos:

3.1 Ser originario o contar con la residencia efectiva y comprobable en algún país de América Latina, la cual se 
acreditará con:
  En el caso de las personas participantes originarias de algún país de América Latina con una 
identificación oficial (pasaporte o documento de identidad vigente que sea válido en el país que corresponda).
 En el caso de las personas participantes residentes en algún país de América Latina con una 
identificación oficial (pasaporte o documento de identidad vigente en el país que corresponda), y una carta o 
documento que acredite residencia efectiva en algún país de América Latina.

3.2 Otorgar a la Comisión Estatal Electoral carta manifestación de ser la única persona titular de los derechos del 
ensayo, así como la cesión de los derechos del mismo (se acredita mediante la Carta Excluyente de 
Responsabilidad Final disponible en la página www.ceenl.mx).

3.3 La cuenta de correo electrónico que se utilice deberá procurar no identificar la identidad de la persona 
participante, o emplear una cuenta de correo electrónico con el seudónimo empleado. Este será el medio de 
comunicación con cada concursante, por lo que se debe cuidar la secrecía. 

4. Los trabajos se recibirán exclusivamente a través de la página www.ceenl.mx.
5. Los trabajos que no reúnan los requisitos señalados en la presente convocatoria serán descalificados.
6. La participación en este concurso implica la cesión de derechos patrimoniales, por lo cual la Comisión Estatal Electoral 

tendrá la titularidad de la obra, por lo que podrá difundirla –sin fines de lucro– en los medios que considere convenientes, 
con respeto y reconocimiento de la autoría de la misma en todo momento.

7. En el caso de que un trabajo sea seleccionado por el jurado calificador para su publicación, cada participante se 
compromete a entregar en tiempo y forma la documentación correspondiente.

8. En caso de ser menor de 18 años y su trabajo sea seleccionado por el jurado calificador para su publicación, deberá 
contar con el permiso para participar, por escrito, del padre, madre, tutora o tutor (se acredita mediante la Carta 
Consentimiento de menores de dieciocho años disponible en la página www.ceenl.mx).

9. No podrá participar en este certamen el personal de la Comisión Estatal Electoral.
10. No podrán participar las personas premiadas con los tres primeros lugares de los tres últimos certámenes anteriores 

de Ensayo Político realizados por este organismo electoral.
11. Si se detecta plagio a posteriori en cualquier de los trabajos que resulten ganadores o seleccionados para su 

publicación, se procederá de la forma siguiente: en caso de que no se haya entregado el premio se realizará su 
cancelación; por el contrario, de haberse entregado, se pedirá su devolución; en ambos casos se procederá conforme 
a derecho corresponda.

12. Todos los formatos y documentación que se describen en el presente apartado se deberán de adjuntar con extensión 
JPEG/JPG o PDF al momento de su registro en la página www.ceenl.mx.

13.   La Comisión Estatal Electoral se reserva el derecho de modificar los plazos de esta convocatoria, publicando 
oportunamente los mismos en la página www.ceenl.mx.

14. Los asuntos no previstos en la presente convocatoria serán resueltos por la Secretaría Ejecutiva.

TERCERA. Del formato y características de los ensayos
1. Los trabajos deberán sujetarse a las características del género ensayístico. El enfoque del ensayo podrá ser histórico, 

jurídico, sociológico o político.
2. La bibliografía deberá ser pertinente.
3. Se entenderá como plagio la inclusión de citas sin especificación de las fuentes, por lo que la inclusión de frases y 

párrafos ajenos deberá hacerse citando las fuentes de las cuales provenga; los trabajos en los que se detecte plagio 
serán excluidos. 

4. Las personas participantes solo podrán participar con un ensayo y optarán por una de las siguientes temáticas:
4.1 La desafección política en Latinoamérica.
4.2 Experiencias de la aplicación de los mecanismos de participación ciudadana.
4.3 Partidos políticos en América Latina: Negociaciones y acuerdos para no perder el poder.
4.4 La violencia contra las mujeres en política: Una amenaza a los valores democráticos.
4.5 2017: Las nuevas relaciones Estados Unidos-México-América Latina. 
4.6 A 100 años de la Constitución mexicana: pasado y futuro.

5. El ensayo se presentará en formato electrónico como documento Word (.doc/.docx). La extensión será de 12 
cuartillas como mínimo y 24 como máximo, en formato tamaño carta. Cada cuartilla deberá estar escrita a doble 
espacio, en tipografía Times New Roman de 12 puntos.

6. El idioma español será el único admitido.
7. Los trabajos deberán ser originales e inéditos, es decir, no haber sido publicados en ningún tipo de medio con 

anterioridad, ni ser un resumen, edición o compilación de una o varias obras; además de no haber sido ganadores en 
otros concursos; o que se encuentren participando en otros certámenes o en espera de dictamen para su publicación.

8. Las personas participantes deberán entregar su ensayo con seudónimo.

CUARTA. De la recepción electrónica de trabajos
El registro de los trabajos será del 21 de marzo al 30 de junio de 2017, a través de la página web www.ceenl.mx mediante un 
sistema de recepción electrónica, mismo que establece los pasos a seguir para el registro de las personas que deseen participar, 
así como para la recepción de trabajos. 

La fase de registro quedará cerrada en automático por el sistema a las 16:30 horas (zona horaria de la Ciudad de México) del 
30 de junio de 2017; sin embargo, la etapa de participación (adjuntar obra, cartas y documentos) quedará abierta hasta las 
18:00 horas de ese mismo día.

Para mayores informes se ponen a su disposición los siguientes teléfonos: 
• Para América Latina (00) (52) (81) 1233 1515 y 1233 1504.
• Para llamadas desde cualquier estado de la república mexicana está el 01 800 CEENLMX (2336569).

También se dispone de la dirección de correo electrónico contacto@ceenl.mx. 

QUINTA. Del jurado calificador
El jurado calificador estará integrado por personalidades de amplio reconocimiento y sus nombres se harán públicos al 
momento de emitir el resultado final. 

Los aspectos que serán considerados por parte del jurado calificador en la evaluación de los ensayos serán:
1. Problemática o hipótesis
2. Originalidad
3. Coherencia argumentativa
4. Redacción y estilo

La evaluación de los trabajos será realizada por el jurado calificador y su fallo será inapelable. 

El certamen podrá declararse desierto, si el jurado estima que ninguno de los trabajos presentados tiene la suficiente calidad.

SEXTA. De los premios a otorgar
Primer lugar: USD $ 1,500.00 (Mil quinientos dólares estadounidenses o su equivalente en pesos mexicanos).

Segundo lugar: USD $ 1,000.00 (Mil dólares estadounidenses o su equivalente en pesos mexicanos). 

Tercer lugar: USD $ 500.00 (Quinientos dólares estadounidenses o su equivalente en pesos mexicanos).

Se hará entrega de un reconocimiento a cada participante.

SÉPTIMA. De las personas ganadoras
La entrega de los premios se realizará mediante transferencia electrónica, para lo cual las personas ganadoras proporciona-
rán previamente los datos correspondientes.

En el caso de las transferencias internacionales se requieren los siguientes datos:
• Nombre del beneficiario
• No. de cuenta 
• Banco beneficiario 
• Lockbox
• Código SWIFT o ABA 
• Moneda de la cuenta 
• Domicilio del banco 

Para el pago mediante transferencias nacionales se requieren los siguientes datos:
• Nombre del beneficiario
• Banco beneficiario 
• No. de sucursal
• No. de cuenta 
• No. de CLABE 

En el supuesto de que la persona acreedora de un premio sea de nacionalidad extranjera, deberá realizar los trámites necesa-
rios en el país que corresponda a fin de entregar la documentación solicitada en la presente convocatoria con la fijación de 
la apostilla o, en su caso, la legalización conforme a la normatividad correspondiente del país de que se trate para aquellos 
países que no hayan adoptado la Convención por el que se Suprime el Registro de Legalización de los Documentos Públicos 
Extranjeros (Convención de la Haya), con excepción del pasaporte y de aquellos documentos que sean expedidos por una 
autoridad de los Estados Unidos Mexicanos. Si la persona ganadora de un premio no entrega la documentación solicitada, 
se le notificará al jurado calificador para que tome una decisión al respecto.

En caso de que los documentos no se encuentren en idioma español, deberán contar con la traducción respectiva por la 
persona autorizada para ello conforme a la normatividad del país de que se trate.

OCTAVA. Publicación de resultados y ceremonia de premiación
Los resultados se darán a conocer el 8 de septiembre de 2017 en la página electrónica www.ceenl.mx.

La ceremonia de premiación se realizará en las instalaciones de la Comisión Estatal Electoral el 23 de noviembre de 2017 
con la presencia del jurado calificador. En el supuesto caso de que el ganador o ganadora de alguno de los primeros tres luga-
res del certamen sea un participante extranjero (habitante fuera de México) la ceremonia se realizará de manera remota, por 
lo que el ganador o la ganadora se comprometerá a conectarse vía electrónica por medio de voz y video para la fecha y hora 
de la premiación. En el caso de que la persona no se conecte, la ceremonia se realizará de todas maneras.

*

*





Ensayos Ganadores





¿CIUDADANOS O VOTANTES?
LA CENTRALIDAD DEL VOTO EN

LA DEMOCRACIA LATINOAMERICANA

Carlos Ernesto Ichuta Nina

Cuando se piensa en los problemas de la democracia lati-
noamericana, a menudo se hace referencia a factores tales 
como la desconfianza en las instituciones políticas, la au-
sencia de Estado de derecho, la partidocracia, la crisis de 
legitimidad de las instituciones representativas, la corrup-
ción, etcétera. De hecho, una de las aseveraciones más im-
portantes al respecto consiste en señalar que el funciona-
miento de la democracia en la región sería deficiente por 
la existencia de instituciones políticas poco adecuadas a las 
condiciones de un contexto caracterizado por la desigual-
dad y la pobreza.

Pero si esto es realmente así, cabe preguntarse por qué la 
democracia no ha llegado a perecer o, más bien, por qué en 
los últimos 35 años ha llegado a tener una continuidad no 
comparable con ningún otro periodo histórico. La respuesta 

PRIMER LUGAR
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de esta paradoja radica en la forma de ser de esa democracia 
y el tipo de ciudadano que ha generado, y que juntos hacen 
posible esa continuidad señalada.

Así, pese al interminable debate producido en torno a 
la democracia latinoamericana, esta ha llegado a ser iden-
tificada como una democracia primordialmente electoral; 
sin embargo, no existe la misma claridad respecto a lo que 
el ciudadano sería en las condiciones de esa democracia, 
puesto que las discusiones en torno al tema de la ciudada-
nía han girado siempre alrededor de una lógica del deber ser 
y sobre diagnósticos pesimistas u optimistas respecto a su 
estado de desarrollo. No obstante, más allá de esa discusión 
y desde el punto de vista del razonamiento lógico elemental 
podemos decir que si la democracia existente en América 
Latina es la democracia electoral, entonces el ciudadano la-
tinoamericano sería esencialmente un votante.

Esa derivación lógica requiere, sin embargo, ser explica-
da, antes que llanamente aceptada. Por ello, en este trabajo 
nos damos a esa tarea recurriendo a los datos del Latinoba-
rómetro, a partir de los cuales sostenemos que en América 
Latina el ciudadano latinoamericano se constituiría esen-
cialmente como un votante debido a su deficitaria actitud 
participativa, su acentuada actitud de subordinación y su 
sobrevaloración del voto como mecanismo de participación 
política, lo que supondría un fenómeno de centralización 
del voto y no ciudadanización que repercutiría en la persis-
tencia de las contradicciones históricas de la región y con-
tradictoriamente en la regularidad de la forma democrática 
de gobierno.

Argumentamos este planteamiento a través de una sim-
ple relación de variables y no a través de la construcción de 
sofisticados modelos estadísticos, ya que nuestro objetivo 
es brindar una sencilla interpretación de la condición del 
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¿CIUDADANOS O VOTANTES? LA CENTRALIDAD DEL VOTO
EN LA DEMOCRACIA LATINOAMERICANA

ciudadano en las condiciones de la democracia electoral 
latinoamericana, y proponer la consideración de un con-
junto de datos estadísticos que consideramos importantes, 
aunque no sean continuos. Por tanto, si bien en términos 
metodológicos nuestro análisis es de corte cuantitativo, lo 
es en el sentido esencialmente descriptivo, aunque nuestro 
abordaje es longitudinal y de carácter general.

Tras esta introducción, el trabajo prosigue con algunas 
consideraciones teóricas acerca de la democracia en Amé-
rica Latina. Con base en esa revisión discutimos el tema de 
la centralidad del voto, como efecto de la forma de ser de 
la democracia vigente en la región, para dar paso al análi-
sis de la cultura política de los ciudadanos como evidencia 
de esa centralidad y de la constitución del ciudadano como 
votante. Finalmente cerramos el trabajo con algunas con-
clusiones que giran en torno a la idea de que los efectos de 
la centralidad del voto serían contradictorios, ya que si bien 
permitirían la continuidad de la propia democracia electo-
ral también permitirían la continuidad de las contradiccio-
nes históricas de la región asociadas a la ausencia de una 
ciudadanía plena.

La democracia electoral
como una democracia de votantes

La democracia, en el contexto que sea, ha atravesado por 
un interminable debate. Abordar dicho debate no tiene 
lugar aquí, porque eso significaría considerar diferentes 
controversias que no lograríamos resolver. Nuestro interés 
principal consiste más bien en adentrarnos en la discusión 
del tema de la «democracia con adjetivos» (Collier y 
Levitsky, 1997), ya que esta discusión ocurre en el ámbito 
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experiencial de la forma democrática de gobierno. No en vano 
tal discusión surgió a la par de la globalización de esa forma 
de gobierno, según la cual la democracia que realmente iba 
estableciéndose en el mundo distaba del ideal pregonado. 
Incluso ello fue visto como una de las promesas incumplidas 
de la democracia, en la medida en que los procesos políticos 
derivados de la constitución de la democracia fueron 
complicando su funcionamiento, al punto de que ello 
profundizaba la mitificación de la democracia griega (Bobbio, 
1996; Lummis, 2002; O’Donnell et al., 1986).

Uno de los fundamentos de esa controversia fue propor-
cionado por los estudios de cultura política, los cuales die-
ron cuenta de una falta de satisfacción de las necesidades 
materiales (educación, empleo, salud, etc.) e inmateriales 
(seguridad, igualdad, tolerancia, etc.), de los ciudadanos, 
en las condiciones de la forma democrática de gobierno, el 
cual percibía, por tanto, que la democracia no funcionaba 
bien (Camp, 2007; Diamond, 2008; Holmes, 2009; Norris, 
2011; pnud, 2004). Ello sumado al problema de la descon-
fianza en las instituciones políticas y la crisis de legitimidad 
de las instituciones representativas.

Pero esa evidencia no era generalizada y uno de los con-
textos de mayor referencia era la región latinoamericana; 
sin embargo, incluso dentro de esta región los estudios de 
cultura política fueron encontrando diferencias en la condi-
ción democrática de los países que parecían estar asociadas 
con sus diversas condiciones de desarrollo socioeconómico. 
Así, aquella vieja tesis que consideraba como factor deter-
minante de la estabilidad de la democracia las condiciones 
de desarrollo social y económico parecía tener sentido no 
solo en términos de la región comparada con otras regiones, 
sino también entre los países que conforman la misma re-
gión. A partir de ello fueron surgiendo distintas categorías 
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para caracterizar de la manera más adecuada la democracia, 
en un panorama de múltiples diferencias (Held, 1983; Co-
llier y Levitsky, 1997).

En el caso particular de América Latina, para caracteri-
zar aquel sistema de participación política restringida, pero 
no dependiente de mecanismos violentos para resolver las 
disputas entre las facciones dominantes que negaban la 
posibilidad de un gobierno basado en el poder del pueblo 
(Smith 2005; 2004, 190), y que estuvo vigente en el periodo 
de inestabilidad política, surgió la categoría «democracia 
de fachada», como opuesto al modelo de democracia libe-
ral. De hecho, tal categoría resultó pertinente para carac-
terizar a aquellos regímenes autoritarios que buscaban le-
gitimarse con base en la celebración de elecciones. Pero en 
el periodo de restablecimiento de la democracia, el término 
«democracia de fachada» perdió valor por sí mismo y en su 
lugar apareció la categoría «democracia delegativa».

Esta hacía referencia a un sistema en el cual un gobierno 
popularmente electo se erigía sobre la base de una ciuda-
danía de baja intensidad, cuya tendencia consistía en de-
legar el poder a un líder para que gobernara como mejor lo 
considere, independientemente de la presencia o ausencia 
de mecanismos de rendición de cuentas (O’Donnell, 2010; 
1994; O’Donnell e Iazzetta, 2011).

Sin embargo, la categoría democracia de fachada, que 
ponía acento en la confrontación entre las élites políticas, 
y la categoría democracia delegativa, cuyo énfasis estaba en 
la concepción negativa de la ciudadanía, no veían la demo-
cracia como un proceso sino como producto de dos condi-
ciones distintas.

Alternativamente, y en un periodo en el cual la discusión 
acerca de la democracia se centró en las posibilidades de su 
consolidación, la categoría «democracia iliberal» también 
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fue usada en la región para caracterizar a aquellos sistemas 
democráticos de gobierno con elecciones periódicas, com-
petitivas y pluripartidistas pero carentes de los pilares bá-
sicos del Estado de derecho; es decir, del real imperio de la 
ley, la efectiva salvaguardia de las libertades y los derechos 
fundamentales, y la estricta separación de poderes (Collier 
y Levitsky, 1997, p. 441; Diamond, 2008; Zakaria, 1997). Sin 
embargo, esa categoría fue construida en oposición al mo-
delo de democracia norteamericana, por lo que dicha ca-
tegoría sirvió para que las agencias internacionales que se 
dedican a presentar un panorama global de la democracia, 
como Freedom House, consideraran a las democracias de 
otros países como desviaciones del modelo.

La crítica hacia ese tipo de agencias y sus procedimien-
tos de medición no se dejó esperar, por lo que se cuestio-
nó su falta de profundidad, rigurosidad y la generación de 
adjetivos peyorativos que descalificaban a los gobiernos 
latinoamericanos, en vez de señalar las contradicciones 
de un comportamiento gubernativo frente a la democra-
cia (Foweraker y Krznaric, 2000; Munck y Verkuilen, 2002; 
Murillo y Osorio, 2007).

Así, las diferentes categorías de la democracia con ad-
jetivos fueron perdiendo fuerza, aunque no pertinencia, 
frente a otros conceptos incluso de valor local. Fue el caso 
de la categoría «democracia frágil», que refería específica-
mente al caso venezolano, el cual fue caracterizado como 
una manifestación perversa de la ciudadanía de baja inten-
sidad, en la medida en que habría sido capaz de tolerar o 
consentir el establecimiento de un régimen democrático-
autoritario, por efecto de su disposición hacia la delegación 
del poder y al caudillismo (Calleros, 2009; Canache, 2002; 
Hakim y Lowenthal, 1991; Isbester, 2010; Larrain, 2007; 
Wolff, 2005).
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Pero esa categoría, que de hecho guardaba una estrecha 
relación con la democracia delegativa, hacía referencia a un 
régimen y no a una forma de gobierno, por lo que desvelaba 
un aspecto muy recurrente en la caracterización de las de-
mocracias: el componente ideológico.

Por ello, en el ámbito de la discusión política, una cate-
goría más neutral y más adecuada al contexto latinoame-
ricano parecía ser «democracia electoral», sobre todo por 
su utilidad práctica, pues invitaba a un diagnóstico de la 
situación política, social y económica del contexto. Por-
que mientras la democracia liberal hacía referencia a un 
sistema basado en el respeto a la regla de la ley y al Esta-
do de derecho, la democracia electoral era vista como un 
sistema que garantizaba únicamente la libertad política de 
los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos civiles y no 
así el goce de sus derechos económicos y sociales (Calle-
ros, 2009; Collier y Levitsky, 1997; Diamond, 2008; 1999; 
Millet, 2009; Norris, 2011).

Aunque dicha categoría no escapaba a los implícitos 
ideológicos, en la medida en que también fue establecida en 
función de un modelo ideal de democracia, su aceptación 
se fue haciendo cada vez más amplia, puesto que resultaba 
adecuada para dar cuenta de la regularidad electoral que 
iba alcanzado la democracia en la región y permitía mos-
trar la persistencia o superación de los problemas relacio-
nados con los derechos de los ciudadanos. En ese sentido, 
la categoría democracia electoral posibilitaba dar cuenta 
del estado de la ciudadanía, aunque poco se atendiera con 
esta la subjetividad de los ciudadanos en torno a su condi-
ción política.
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La democracia electoral
y la condición del ciudadano

En ese sentido, pese al surgimiento de diversas categorías 
que buscaban caracterizar la democracia latinoamericana 
de manera más precisa, esta ha llegado a ser identificada 
como una democracia electoral; pero si bien esto es así, no 
existe la misma claridad respecto a qué es el ciudadano en 
las condiciones de esa democracia, pues las discusiones en 
torno al tema de la ciudadanía han girado siempre alrededor 
de una lógica de su deber ser. Sin embargo, desde un punto 
de vista acorde con las condiciones de esa democracia, el 
ciudadano latinoamericano sería esencialmente un votante.

Ello no dependería únicamente, como nos llevaría a su-
poner la lógica, de la celebración de elecciones a intervalos 
regulares de tiempo, sino de la asimilación de una cultura 
política que sobredimensionaría el significado del voto, y 
haría posible que las contradicciones históricas se manten-
gan inalteradas, aunque también permitiría la continuidad 
de la forma democrática de gobierno.

En efecto, la constitución de la democracia electoral su-
pondría la permanente postergación del anhelo de trans-
formación de las condiciones estructurales, básicamente 
porque los conflictos de clase, las diferencias sociales y las 
desigualdades no se resolverían en el terreno electoral, pues 
este sería el principal espacio para el protagonismo de las 
élites políticas, cuyo recambio constituiría la razón de ser 
de la continuidad de la democracia.

Ello incluso si en las condiciones de la democracia elec-
toral las élites estuvieran capacitadas para procesar los en-
tuertos históricos mediante la actividad parlamentaria y las 
instancias representativas, en virtud de lo cual lo mucho 
que llegarían a reproducir sería una polarización política 
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con la que se darían a la tarea de compatibilizar y viabilizar 
el capitalismo y la democracia (Agüero y Stark, 1998; Gwy-
ne y Kay, 2004).

De esta manera, la regularidad de la democracia electoral 
que supondría la constitución del ciudadano como votante 
significaría la vigencia de las condiciones económicas polí-
ticas y sociales históricas de la región, según las cuales el rol 
de las clases dominantes ha sido siempre más determinante 
que el de la sociedad, por su control del Estado. Ello tam-
bién supondría la reproducción de una relación asimétrica 
entre el poder del pueblo, definido por el derecho a elegir a 
sus representantes, y el poder de las élites, definido por la 
legitimidad que el pueblo le otorgaría a estas para conducir 
el destino del Estado.

La consecuencia de esa asimétrica relación ha sido el 
deficiente funcionamiento de las instituciones políticas que 
constituye otra característica histórica de la región. De he-
cho, el malestar social ha sido siempre un síntoma de ese 
deficiente funcionamiento, al punto de que en los casos en 
los cuales existe una mayor cultura política de la confronta-
ción el malestar social deriva recurrentemente en acciones 
de protesta que las élites políticas no siempre enfrentan con 
el diálogo, sino con la propia confrontación, lo cual desata 
escenarios de crisis de gobernabilidad. Ello principalmen-
te porque las élites políticas carecen de autonomía frente a 
los intereses económicos de las clases dominantes, y de un 
sentido vinculante respecto a los intereses de la sociedad 
(Cavarozzi y Abal, 2001; Mainwaring y Scully, 1996), lo que 
repercute en crisis de confianza y capacidad representativa 
de las instituciones políticas, cuyo caso más negativo es el de 
los partidos políticos, los cuales al ser fundamentales como 
medios representativos se vuelven cadáveres insepultos al 
estar sumidos en una constante crisis de representación 
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(Alemán, 1995; Dos Santos, 1992; Linz, 2002; Mainwaring, 
2006; Manz y Zuazo, 1998; Novaro, 2000; Rangel, 2006; 
Rial, 1995).

No obstante, la imprescindible partidización de la repre-
sentatividad en las condiciones de un contexto en el cual 
las élites políticas no pueden ser autónomas supone la re-
producción de las condiciones estructurales de la región, 
las cuales se encuentran definidas por los más de 182 mi-
llones de latinoamericanos que viven en la pobreza y cu-
yas generaciones anteriores habrían tenido que transcurrir 
atrapadas en esa situación. En términos de la desigualdad, 
por tanto, cerca de 40% de la población recibiría solamente 
10% del total del ingreso y 60% de este se concentraría en 
el 20% más rico; incluso en países con mayor desigualdad, 
como Bolivia, Brasil, Guatemala, México y Nicaragua, 20% 
de la población más rica sería cerca de 30 veces más rica 
que el 20% más pobre (Abente, 2008; Adams, 2003; cepal, 
2010; Ferranti et al., 2004; Smith, 2005, pp. 213-236; World 
Bank, 2007).

La riqueza estaría concentrada así en una estrecha éli-
te que no solo contaría con poder económico, sino también 
con acceso privilegiado a otros recursos, pues el problema 
de la pobreza no únicamente supondría un tema de distri-
bución de ingresos, sino de acceso a oportunidades (Aben-
te, 2008; Adams, 2003, p. 29; cepal, 2010; pnud, 2010; 
World Bank y ocde, 2008). Sin embargo, algunos atribuyen 
esa situación a un hecho reciente que tendría que ver con 
la imposición del modelo neoliberal, cuando la masiva po-
breza y la concentración de la riqueza en pocas manos es en 
realidad un fenómeno histórico y persistente en la región 
(bid, 2008; López-Calva y Lustig, 2010; Turski, 2011).

En consecuencia, los pocos que tienen más se encon-
trarían en una situación políticamente ventajosa respecto a 
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los muchos que tienen menos, por lo que las clases domi-
nantes alcanzarían un mayor poder de influencia en la toma 
de decisiones políticas y para actuar como inversionistas 
políticos al crear incluso sus propios gobernantes (Drake, 
1994; Lindblom, 1977). Esto explicaría la persistencia de 
las contradicciones estructurales y también la persistencia 
de prácticas autoritarias que en democracia se expresarían 
a través del clientelismo, el corporativismo, la coacción 
política y la imposición de medidas impopulares (Auyero, 
2001; Combes, 2011; Machado, 2007, pp. 353-363; Torres, 
2007).

Así, históricamente la pobreza y la desigualdad se con-
virtieron en caldo de cultivo de la inestabilidad política 
que no derivó necesariamente en procesos de cambio so-
cial, pues ello dependía de la capacidad organizativa de las 
masas o de la existencia de instancias organizativas capa-
ces de convertir a los descontentos en un verdadero poder 
popular. Ello no ocurrió a menudo porque entre la extrema 
desigualdad y la posibilidad que ofrece la democracia para 
establecer gobiernos verdaderamente representativos se 
reduce al postulado igualitario de «una persona un voto» 
(Jarquin y Carrillo, 2001, pp. 3-5; Torres-Rivas, 2004: 298; 
Turski, 2001; Velasco, 2008), en el cual se agotan las posibi-
lidades de la participación política.

Por tanto, en las condiciones de una democracia cuya 
regularidad dependería de la celebración de elecciones, 
las condiciones de pobreza y desigualdad tenderían a 
reproducirse o a subsanarse muy lentamente. Por eso, esa 
democracia dependiente del voto ha sido caracterizada 
como una democracia electoral. Y en tanto tal, la democracia 
electoral se caracterizaría por un notable avance en el respeto 
de los derechos políticos en los países de la región, pero no 
en el respeto de los derechos sociales, pues la pobreza, la 
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desigualdad, la marginación, la exclusión, la discriminación 
y la violación de los derechos humanos básicos impedirían 
su tránsito hacia una democracia plenamente liberal 
(Calleros, 2009; Diamond, 2008; Freedom House, 2012, pp. 
9-29; Millet, 2009; Norris, 2011).

Ese paso dependería del funcionamiento eficiente de las 
instituciones del Estado, pues ello supondría su capacidad 
para implementar políticas que hagan posible el bienestar 
económico y social de los ciudadanos, en tanto condición 
para la constitución de una democracia de calidad y para el 
establecimiento de instituciones con idoneidad, tanto para 
manejar conflictos como para lograr el apoyo por parte de la 
ciudadanía, los grupos de poder y los actores tradicionales 
(Jarquin y Carrillo, 2001, p. 1; Mainwaring y Scully, 2008,p. 
113; Perez-Liñan, 2007).

Pero si en América Latina el funcionamiento de las insti-
tuciones políticas y las condiciones del contexto son desfa-
vorables, surge la pregunta acerca de por qué la democracia 
no llega a perecer, y de hecho los intentos de desestabi-
lización son rechazados. La respuesta radica en la cultura 
política, pues los estudios que se realizan en la región dan 
cuenta de una serie de valores y percepciones políticas que 
le darían sentido a la forma democrática de gobierno, aun-
que esta tenga un carácter preponderantemente electoral.

Esos valores permiten visibilizar la condición política del 
ciudadano en el marco de la democracia electoral, los cua-
les darían cuenta de la definición del ciudadano como vo-
tante, por lo que un fenómeno de centralidad del voto sería 
el fundamento de la continuidad de la forma democrática 
de gobierno, aunque también de la persistencia de con-
diciones que dificultan la constitución de una ciudadanía 
plena; condiciones que tienen que ver con contradicciones 
históricas.
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La condición del ciudadano como votante

Ese conjunto de valores políticos estaría conformado por 
una acentuada actitud de subordinación por parte del ciu-
dadano, su deficitaria actitud participativa y su sobrevalo-
ración del voto como mecanismo de participación política.

Sin embargo, ese conjunto de valores no derivaría ne-
cesariamente del ethos de la democracia electoral, pues 
la cultura política latinoamericana no se caracterizaría 
por ser plenamente democrática, debido a la persistencia 
de prácticas autoritarias heredadas del pasado. Por tanto, 
ciertos valores políticos asociados con un pasado histórico 
tenderían a reforzarse en el marco de la democracia electo-
ral. Sería el caso de la acentuada actitud de subordinación 
de los ciudadanos, que devendría de un pasado histórico 
asociado con el proceso de colonización, en donde las rela-
ciones de subordinación fueron establecidas por la presen-
cia de una minoría que se trazó la tarea de civilizar a una 
gran mayoría. Así, existiría la creencia de que las élites de-
ben ser las encargadas de dirigir los destinos de una nación 
(Latinobarómetro, 2011; 2006; Inglehart, 1997; Inglehart y 
Welzel, 2005; Norris, 1996b).

En consecuencia, si bien los ciudadanos latinoameri-
canos considerarían que las movilizaciones, la presión y la 
protesta social son formas de expresión democrática, en su 
mayoría no participarían de dichas expresiones por consi-
derarlas poco adecuadas para hacer que las cosas cambien; 
más bien, para ellos, lo más indicado para que las cosas 
cambien sería votar (Latinobarómetro, 2010, pp. 60-64; 
2009, pp. 61-65; 2006, pp. 19-29; 2004, p. 28).

Por tanto, en última instancia, los ciudadanos latinoa-
mericanos tendrían asimilado su rol de votantes, pese a las 
adversas condiciones institucionales y contextuales; ello 
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sería corroborado por el hecho de que en el ámbito de sus 
valores políticos considerarían que ser ciudadano depende-
ría de votar para seguir ostentado esa categoría política, lo 
cual sería algo que no se debería dejar de hacer (Latinobaró-
metro, 2011, pp. 46; 2002, pp. 10-11; 2000).

En esos términos, la condición política del ciudadano la-
tinoamericano sería la de votante, por lo que ello supondría 
un fenómeno de centralización del voto con consecuencias 
positivas y negativas sobre el devenir histórico.

Tal identificación de valores deriva de los datos de Lati-
nobarómetro y fueron diseñados con base en las preguntas 
que los estudios en cuestión hacen a los encuestados. La 
acentuada actitud de subordinación deriva de la pregunta: 
«¿Está usted muy de acuerdo, de acuerdo, en desacuerdo o 
muy en desacuerdo con la afirmación: “hace falta un líder 
decidido que se ponga a resolver los problemas del país?”». 
La deficitaria actitud participativa deriva de la pregunta: 
«Quiero que me diga si ha realizado alguna de las siguientes 
actividades: asistir a manifestaciones autorizadas, parti-
cipar en protestas no autorizadas». Finalmente, la sobre-
valoración del voto deriva de la pregunta: «¿Cuáles de las 
siguientes cosas cree usted que una persona no puede de-
jar de hacer para ser considerado ciudadano?: “votar, pa-
gar impuestos, obedecer leyes, participar en organizacio-
nes políticas, elegir productos medioambientales, ayudar a 
quienes están peor que uno, cumplir el servicio militar”».

La acentuada actitud de subordinación política

La regularidad democrática que ha alcanzado la región no 
deja lugar a la amenaza de gobiernos autoritarios. Sin em-
bargo, ello no significa que algunos rasgos de la cultura po-
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lítica asociados con el autoritarismo hayan desaparecido, 
más bien han tendido a redefinirse en las actuales condicio-
nes de continuidad democrática. Uno de esos rasgos tiene 
que ver con la actitud de subordinación de los ciudadanos 
que, referida a través de la demanda de un líder decidido 
que resuelva los problemas del país, es relativamente alta en 
la región, como se puede ver en el siguiente gráfico.

Gráfico 1
 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Latinobarómetro (2017)

El nivel de aceptación de los ciudadanos con tal idea da 
cuenta de una acentuada actitud de subordinación política, 
pues implica la expectativa de que algún líder con carácter 
exonere al ciudadano de su posible responsabilidad para con 
los problemas del país. De hecho, en el ámbito particular de 
cada nación, como se puede ver en el cuadro 1 (pág. 34), 
la actitud de subordinación es mucho más acentuada y 
creciente, en 10 años, en la mayoría de los casos, aunque en 
el mismo lapso, a nivel regional dicha cifra es descendente, 
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 (En porcentajes) 

País
 Año 

2003 2013 

Argentina 66  51  

Bolivia 71  66  

Brasil 77  77  

Chile 64  46  

Colombia 74  81  

Costa Rica 62  80  

 89  

Ecuador 62  65  

El Salvador 65  65  

Guatemala 39  84  

Honduras 78  80  

México 79  80  

Nicaragua  68  

Panamá 71  77  

Paraguay 85  74  

Perú 74  74  

Uruguay 56  62  

Venezuela 33  77  

América Latina 68  63

R. Dominicana

Cuadro 1
Hace falta un líder decidido para 
solucionar los problemas del país

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Latinobarómetro (2017)
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lo que supone la diferente tendencia hacia la subordinación 
de país a país.

Así, la actitud de subordinación desciende drásticamen-
te en Argentina, Chile y Paraguay que, con excepción de 
este último, son contextos en los cuales se produce la crisis 
de los gobiernos de izquierda, tras la primera década de su 
ascenso. Es decir, en esos casos la lógica parece ser que no 
basta un líder con carácter para solucionar los problemas 
del país, pues ello puede conducir a escenarios de abuso de 
poder, tal como ocurrió en el caso específico de Argentina, 
con los casos de corrupción desvelados a la finalización del 
periodo de gobierno de los Kirchner.

El caso de Venezuela entraría en la lógica inicial, pues 
justamente en el año 2013 asciende al poder Nicolás Madu-
ro, a la muerte de Hugo Chávez, lo que parece sintonizar 
perfectamente con el ascenso de la actitud de subordina-
ción de los ciudadanos en ese país. Aunque no determina-
dos por una situación similar, la actitud en el resto de los 
países es la misma, con excepción de Bolivia, en donde por 
la misma corrupción política el gobierno de Evo Morales 
empezó a ser cuestionado.

Por tanto, en términos regionales la acentuada actitud 
de subordinación, dependiente de la demanda de un lí-
der político con carácter, redefine aquel viejo rasgo de la 
delegación del poder del soberano, que en este sentido 
recuerda también aquel carácter de la ciudadanía de baja 
intensidad. Sin embargo, al parecer esa actitud es depen-
diente del desempeño de los gobiernos, lo que quiere decir 
que la mala actuación de los mismos debilitaría tal actitud 
al regresar el poder, al menos parcial y momentáneamen-
te, a los ciudadanos, pues el precepto sería el mismo en 
términos de una demanda por un líder con carácter para 
enfrentar los problemas que el líder precedente no pudo 
solucionar. Es decir, la actitud de subordinación sería un 
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rasgo permanente, aunque variable, según las acciones de 
los propios líderes políticos.

La deficitaria actitud participativa

La actitud de subordinación del ciudadano tendría un carácter 
acentuado, además, porque en términos de su participación 
en acciones de carácter colectivo, expresaría un déficit. 

Gráfico 2

 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Latinobarómetro (2017)

Tal como se puede ver en el gráfico 2, la actitud participativa 
de los latinoamericanos es escasamente relevante, pues en 
acciones de petición, que se suponen pacíficas, solo uno 
de cada 10 ciudadanos participaría, lo mismo que en las 
manifestaciones autorizadas, por lo que la participación en 
otro tipo de acciones es mínima. De hecho, al considerar un 
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periodo de más de una década, las cifras no varían, por lo que 
podríamos decir que en ese periodo es la misma cantidad 
de ciudadanos la que asumiría una actitud participativa que 
tendría que ver con ciertas acciones de carácter colectivo. 

Ni siquiera la penetración de las redes sociales permitiría 
que ese déficit sea revertido, dada la posibilidad de que los 
reclamos por esos medios no implicarían mucho costo en 
términos de la inversión de esfuerzos para la participación, 
a diferencia de una marcha o el asistir a una junta.

Como se puede esperar y ver en el cuadro 2 (pág. 38), 
entre los diferentes países no existen variaciones significa-
tivas, excepto por México y Uruguay, donde las manifesta-
ciones autorizadas están determinadas por los repertorios 
de la acción colectiva que no suelen tener un carácter ame-
nazante en términos del desenvolvimiento de la vida coti-
diana, pues en otros contextos las manifestaciones no au-
torizadas o violentas suelen ser muy recurrentes, generan la 
violencia del Estado y producen incluso procesos de crisis.

Lo llamativo, es que si bien la asistencia de los ciudada-
nos a manifestaciones autorizadas es en general muy baja, la 
participación en manifestaciones no autorizadas, es mucho 
más baja todavía, pues no llegaría ni a 10%. Ello parece no 
coincidir con la propia característica de nuestras socieda-
des convulsas, aunque también es cierto que los periodos de 
movilización son siempre ocasionales y sus actores consti-
tuyen una minoría, frente a aquellos que suelen reclamar el 
respeto al derecho ajeno. De hecho, los momentos de gran 
convulsión social, como lo demuestran los casos boliviano, 
argentino, venezolano, ecuatoriano y brasileño, congregan 
una multiplicidad de actores que constituyen los mismos 
periodos fundaciones de un posible cambio, en la medida 
de la afectación al funcionamiento regular del Estado, in-
cluso en términos de presión por política pública.
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País

 Asistencia a 
manifestaciones 

autorizadas 

Participación en 

manifestaciones no 
autorizadas  

2003 2005 2015 2003 2005 2015 

Argentina 14 7 3 5 

Bolivia  17 7 6 7 

Brasil  12 5 2 6 

Chile 14  5 5 9 

Colombia 13 3 2 6 

Costa Rica 12 3 3 5 

 12   3 8 

Ecuador 13  6 4 1 

El Salvador 4  2 1 2 

Guatemala 6  1 1 2 

Honduras 7  3 2 3 

México 23  10 6 3 

Nicaragua  12   2 3 

Panamá 8 5 2 8 

Paraguay 13 6 5 3 

Perú 14  6 3 3 

Uruguay 21 8 4 5 

Venezuela 13  4 4 2 

América Latina 13 5 3 4 
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Cuadro 2
Participación en acciones de carácter colectivo

 (En porcentajes)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Latinobarómetro (2017)
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La sobrevaloración del voto

Por tanto, si existe una deficitaria actitud participativa del 
ciudadano, y una acentuada actitud de subordinación, la 
democracia se haría a partir de los líderes políticos y el mí-
nimo esfuerzo político del ciudadano, lo que querría decir 
que el voto representaría ese mínimo esfuerzo y definiría su 
condición política. Precisamente, según el gráfico 3, los la-
tinoamericanos expresarían que para ser considerados ciu-
dadanos lo que no deberían dejar de hacer, ante todo, sería 
votar. Aunque en el gráfico aparecen otros factores defini-
torios de la condición del ciudadano, políticamente el voto 
sería el más relevante.

Gráfico 3

 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Latinobarómetro (2017)

No obstante, los datos en cuestión darían cuenta del carácter 
institucionalista del ciudadano que podría completarse in-
cluso con un carácter legalista de su condición, pues otras dos 
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cosas que el ciudadano no dejaría de hacer para ser tal sería 
obedecer las leyes y pagar impuestos, además de un sentido 
de solidaridad que también arrojó resultados relevantes.

Independientemente de ello, lo que resalta en la condi-
ción política del ciudadano es su sobrevaloración del voto 
puesto que, en términos particulares, ocho de cada 10 lati-
noamericanos considerarían que votar es un factor defini-
torio de su condición de ciudadano (ver cuadro 3). 

Y aunque en ningún caso esa definición declina drásti-
camente, se debe señalar que particularmente en 2015 el 
fenómeno de centralización del voto parece decrecer le-
vemente, mas no podemos asegurar que ello tenga que ver 
con un proceso de construcción de la ciudadanía indepen-
diente de la sobrevaloración del voto. Además, los países 
que expresan ese leve descenso son en los que el modelo 
neoliberal mantuvo continuidad, a diferencia de los países 
en los cuales los gobiernos progresistas estuvieron presen-
tes, lo que sugiere un hecho sumamente llamativo, pues al 
parecer los gobiernos con una atención hacia los sectores 
desposeídos habrían contribuido a la centralidad del voto 
en la democracia latinoamericana, a diferencia de los de 
orientación neoliberal, que por su forma de gobernar posi-
blemente habrían hecho declinar dicha condición, lo cual 
generó, tal vez, apatía entre los votantes. No obstante, tan-
to uno como otro caso suponen la continuidad de las con-
tradicciones históricas de la región.
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Bolivia 70 69 76 

Brasil 60 62 72 

Chile 66 69 60 

Colombia 65 74 63 

Costa Rica 80 72 73 

R. Dominicana 80 83 67 

Ecuador 77 80 68 

El Salvador 72 67 57 

Guatemala 68 72 56 

Honduras 75 68 58 

México 74 66 60 

Nicaragua 71 74 64 

Panamá 70 67 57 

Paraguay 62 66 58 

Perú 64 69 70 

Uruguay 79 73 81 

Venezuela 69 84 80 

América Latina 63 70 67 

Participación en acciones de carácter colectivo 
(En porcentajes) 

País
 Año

2007 2010 2015 

Argentina 72 76 76 

Cuadro 3
Participación en acciones de carácter colectivo

(En porcentajes)

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Latinobarómetro (2017)
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Conclusiones

La democracia latinoamericana expresaría un defecto: la 
centralidad del voto. Esto supondría tanto la constitu-
ción de esa democracia como una democracia electoral y 
la constitución del ciudadano como un votante. Es decir, 
un ciudadano que consumiría su participación en el solo 
ejercicio del voto, a partir del cual delegaría el poder y las 
responsabilidades del mejoramiento de la democracia a las 
élites políticas, lo cual estaría definido por una acentuada 
actitud de subordinación, el déficit de actitud participativa 
y la sobrevaloración del voto.

Ello implicaría, sin embargo, un contrasentido, pues la 
democracia electoral sería producto de una serie de condi-
ciones que obstaculizan el establecimiento de una demo-
cracia sustancial. Las condiciones económicas, políticas 
y sociales adversas permiten precisamente el estableci-
miento de una democracia que es únicamente capaz de 
garantizar los derechos políticos de los ciudadanos y no así 
los derechos económicos y sociales. La conquista de estos 
derechos dependería más bien de una ciudadanía pujan-
te, que no existiría en América Latina, pues la ciudadanía 
sería la masa de votantes lejos de cuya sobrevaloración del 
voto se mostraría poco participativa y con tendencias a la 
subordinación.

Por tanto, el efecto de esa ciudadanía sería la repro-
ducción de las mismas condiciones sociales, económicas y 
políticas adversas a una democracia sustancial, aunque el 
mismo proceso de centralidad del voto y la condición del 
ciudadano como votante haría posible la continuidad de 
la democracia electoral, y en ese sentido el dilema de si es 
preferible la democracia en condiciones de paz a un sistema 
que garantice desarrollo a costa de la privación de libertades 
parece seguir sin solución.
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AMÉRICA LATINA, DE LA CRISIS
DE REPRESENTATIVIDAD A LA
PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Álvaro López Sánchez

La gran mayoría de los académicos, politólogos e intelec-
tuales de distintas disciplinas insisten en que la democra-
cia liberal es la mejor forma de gobierno que el ser humano 
ha creado, que es producto de un proceso evolutivo en el 
cual nuestra especie ha experimentado con distintas formas 
de organización que comienza con las tribus, y que con la 
creación del Estado fue adquiriendo distintas formas hasta 
llegar a donde estamos hoy. Sin embargo, muchos de ellos 
también concluyen que los individuos se sienten cada vez 
menos representados por sus gobiernos, a los cuales ven 
como algo ajeno.

La democracia representativa presupone que el indivi-
duo votará por el candidato que mejor lo represente a él y a 
sus intereses. Los candidatos, que en la mayoría de los casos 
proceden de un partido político con una doctrina ideológica, 

SEGUNDO LUGAR
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ofrecerán un paquete de propuestas, y el individuo delibera-
rá cuál es la mejor opción de entre todos ellos. Es decir, el in-
dividuo, por medio de su voto, consiente a su representante 
para que tome decisiones a su nombre. 

La realidad es que el ciudadano occidental se siente cada 
vez menos representado por sus gobernantes y América La-
tina no es la excepción. En el caso de América Latina tene-
mos que partir también del hecho de que si bien la mayoría 
de los países que la conforman ya son democracias, estas 
siguen siendo muy imperfectas, dado que no han logrado 
construir un Estado de derecho y unas instituciones sóli-
das que garanticen su buen funcionamiento. Vemos que en 
algunas regiones todavía existen problemas para garantizar 
elecciones limpias; y de igual forma persiste, en la mayoría 
de los países, el patrimonialismo y las prácticas clientelares 
que distorsionan el funcionamiento de la democracia.

Evidentemente, si queremos que las democracias fun-
cionen bien, necesitamos que los individuos tengan repre-
sentación en el gobierno: no solo formalmente a la hora de 
votar, sino también que puedan consentir a los gobernantes 
o las facciones con las que simpatizan. Para poder aspirar a 
eso primero tendremos que entender cómo es que llegamos 
aquí, cómo fue evolucionando el Estado hasta llegar a la de-
mocracia, y cómo es que dentro de ella se creó esta crisis de 
representatividad. De la misma forma, tenemos que hablar 
de la evolución de las instituciones en América Latina para 
entender las particularidades de nuestra región para que, de 
esta forma, podamos proponer algunas rutas para resolver 
la crisis de representatividad que se extiende en nuestro 
continente.  

En un principio, los seres humanos se organizaban en 
tribus para poder satisfacer sus necesidades. Según Thomas 
Hobbes, en ese estado de anarquía, donde el ser humano 
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tenía derecho a todas las cosas, se vivía una situación de 
barbarie donde todos peleaban contra todos, por lo que se 
hizo indispensable crear un Estado regido por el derecho, 
donde el individuo cediera algunos de sus derechos (dados 
por la naturaleza) al soberano para que así los individuos 
pudieran satisfacer sus necesidades de mejor forma (1998). 

Así, al ser parte de un Estado soberano, el ser humano se 
despojó del derecho a matar o a despojar de sus bienes a sus 
semejantes para poder aspirar a tener una mejor calidad de 
vida. Por su parte, sir Paul Collier, profesor de economía y 
políticas públicas de la Universidad de Oxford, afirma que 
la evolución hacia el Estado fue producto de las economías 
de escala dentro de un entorno violento donde una persona 
fuerte que fuera improductiva podía quitarle la cosecha a 
aquella persona que fuera débil y productiva sin que hubie-
ra entidad alguna que pudiera reprender al primero; y de 
la misma forma, los débiles productivos podían organizarse 
para defenderse del fuerte improductivo, o viceversa, don-
de los fuertes improductivos pudieran hacer lo mismo para 
despojar de su cosecha a aquellos que fueran fuertes y pro-
ductivos a la vez (pp. 226-227).

La Grecia antigua, que no constituía una entidad políti-
ca unificada, sino que estaba compuesta por varios estados 
que eran independientes entre sí (polis), vio nacer una de 
las primeras manifestaciones democráticas, aunque no era 
una democracia tal y como nosotros la conocemos actual-
mente.

De acuerdo a Bernard Manin (1997), los cargos públicos 
dentro de la asamblea griega se elegían por medio de un 
sorteo. Todos los que tenían derechos políticos podían pos-
tularse a un cargo y por medio de una tómbola (sin importar 
el mérito ni alguna otra variable) se llevaba a cabo la elec-
ción. La población no consentía a sus gobernantes porque la 
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población no los elegía (no se trataba de una democracia re-
presentativa); el componente democrático consistía en que 
cualquier ciudadano podía postularse a un cargo público.

La república romana, por su parte, fue la que, junto con 
la Grecia antigua, asentó las bases del Estado moderno, tan-
to en lo político como en lo jurídico. Los romanos utiliza-
ron el método de elección para elegir a los miembros de su 
asamblea. Por ejemplo, en los comicios centuriados, la vo-
tación comenzaba con las centurias más acaudaladas y ter-
minaba con las más pobres: los votos de los primeros valían 
más que los de los segundos (Montanelli, 2016).

El sistema de elecciones, como apunta Bernard Manin, 
no fue considerado un elemento democrático hasta hace 
pocos siglos. Ni Madison ni Rousseau ni Hobbes considera-
rían democracia a lo que ahora conocemos como tal, la cual 
se asociaba más con la democracia griega donde se elegían a 
los representantes por sorteo y donde todos se podían pos-
tular; sino que más bien se consideraba una forma de aris-
tocracia dado que los ciudadanos elegían a sus representan-
tes, quienes pertenecían a una élite política.

Fue hasta que se introdujo el concepto del consenti-
miento (los ciudadanos, al votar por un candidato, le dan 
su consentimiento para que los representen y tomen deci-
siones a su nombre) en el que se adoptó como una forma 
de democracia (democracia representativa). Consistía, sí, 
de un elemento aristocrático como la elección de repre-
sentantes que forman parte de una élite, pero también de 
otro democrático: el ciudadano tiene el derecho y la liber-
tad de elegir a sus representantes y les da el consentimien-
to para que tomen decisiones a su nombre. Asimismo, si el 
representante no cumple con las expectativas, el ciudadano 
puede votar en las siguientes elecciones por la facción opo-
sitora, con lo cual se asume que el representante entonces 
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tendrá incentivos para gobernar bien. Si quien está en el 
poder o su facción (según sea el caso) quiere permanecer, 
entonces debe satisfacer las expectativas de su gobernados.

Pero ¿cómo llegamos a la democracia y cómo surgieron 
los estados democráticos? Francis Fukuyama señala la im-
portancia que la Iglesia católica tuvo, antes de la Reforma, 
en el surgimiento del Estado moderno (compuesto por un 
Estado fuerte, el Estado de derecho y la rendición de cuen-
tas). Esto sucedió porque, a diferencia del mundo árabe, 
donde las instituciones religiosas controlaban el Estado, o 
de China, donde la ausencia de religión dejó al Estado con el 
monopolio del poder, en Occidente, la Iglesia católica fun-
gió como una suerte de contrapeso al Estado, de tal forma 
que era más difícil intentar crear un Estado completamente 
absolutista y a la vez la propia Iglesia tampoco podía aspirar 
a acaparar todo el poder.

Ambas entidades se contraponían entre sí. El orden legal 
moderno, señala Fukuyama (2012), tuvo su raíz en la lucha 
que la Iglesia desató contra el emperador en el siglo XI. De la 
misma forma, Hannah Arendt (1951) señala que, en la Edad 
Media, a pesar de las rígidas divisiones de clase, se concibió 
al ser humano, gracias a la religión y a la ley natural, como 
un ser digno sin importar su posición o procedencia. Los 
regímenes totalitarios como el nazismo o el comunismo so-
viético se explican en parte porque prescindieron de la ley 
natural y del concepto del ser humano como ser digno.

La tradición cristiana terminó, de alguna u otra forma, 
influyendo en el pensamiento occidental y en la cosmo-
visión que los occidentales tenemos del mundo. Esto no 
quiere decir que la Iglesia católica haya creado por sí mis-
ma el Estado moderno; de hecho, el Estado moderno tam-
bién se explica por la Reforma protestante, la Ilustración, la 
Revolución francesa, la Revolución Industrial, así como la 
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separación entre Iglesia y Estado que culminó en el naci-
miento de las naciones; pero no se puede negar que la pre-
sencia del Estado y la Iglesia como dos diferentes entidades 
que coexistieron juntas crearon las condiciones para que el 
Estado moderno surgiera en Occidente.

Tras la Revolución francesa y la Revolución Industrial se 
consolidaron las naciones donde estas proporcionaron a los 
individuos una sensación de pertenencia. Ser francés, in-
glés o alemán, bajo un idioma en común, comenzó a ganar 
relevancia. La monarquía perdió una cantidad considerable 
de poder y este pasó a manos del Estado que representa-
ría, al menos en el papel, los intereses de los ciudadanos por 
medio de un contrato social. Las bases estaban cimentadas 
para la llegada de los regímenes democráticos. 

Dicho esto, debemos señalar que la democracia fue 
adoptada tanto por Estados consolidados como por nacio-
nes que no habían logrado concebir un Estado fuerte. Fueron 
las naciones del norte de Europa las que lograron construir 
un Estado fuerte, gracias en gran medida a las revolucio-
nes francesa e industrial y a los procesos que se vivieron en 
esa entidad. Por su parte, en el continente americano, pero 
sobre todo en América Latina, cuyas naciones nunca tran-
sitaron por algo parecido a la Revolución francesa o la Revo-
lución Industrial y que fueron producto de la conquista, fue 
prácticamente imposible la creación de Estados fuertes con 
un estado de derecho sólido (Fukuyama, 2015).

En las naciones con un Estado fuerte se lograron crear 
democracias prósperas por medio del respeto a la ley y unas 
instituciones sólidas. En cambio, en las naciones que no 
lograron consolidar al Estado, se crearon democracias im-
perfectas que no solo podían ser deshechas y reemplazadas 
temporalmente por regímenes autoritarios (como ocu-
rrió en América Latina), sino que se caracterizaron por el 
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patrimonialismo y el clientelismo. Si bien el clientelismo 
puede ser percibido como una perversión de la democra-
cia, Francis Fukuyama apunta que se trata más bien de una 
etapa de transición o una forma de democracia temprana.

Es decir, en una etapa anterior, quienes no pertenecían 
a las élites económicas y políticas no tenían ninguna forma 
de acceso a ellas y entonces dichas élites acaparaban todo 
el poder. El patrimonialismo y las prácticas clientelares 
fueron entonces los primeros medios en los que el pueblo 
pudo, por medio de dádivas o puestos, tener mayor movi-
lidad social. Fukuyama pone de ejemplo a Estados Unidos 
como una nación que adoptó en un principio una demo-
cracia patrimonialista y clientelar, pero que con el tiempo 
logró convertirse, gracias a los valores de sus «padres fun-
dadores» y a una nueva generación que estaba harta de las 
viejas formas de hacer política, en una nación sólida, demo-
crática y próspera. 

Las naciones democráticas de Occidente (entre las que 
se encuentran las latinoamericanas) vieron expandir el 
derecho al voto progresivamente entre toda la población. 
Primero, como fue el caso de Estados Unidos, solo podían 
ejercer el derecho a voto los ciudadanos que tuvieran una 
propiedad o que pertenecieran a una raza. Posteriormente, 
el derecho al voto se fue universalizando y la mujer, como 
parte de la primera ola del feminismo representada por las 
sufragistas, comenzó a ganar dicho derecho. En algunas na-
ciones, las mujeres lo ganaron de forma más temprana que 
en otras. Por ejemplo, las mujeres de Finlandia lo obtuvie-
ron en 1906, las de Estados Unidos en 1920, las de Francia en 
1944 y las de Suiza hasta 1971.

En América Latina también existen muchas disparida-
des: mientras en Uruguay las mujeres ganaron el derecho al 
voto en 1927 o Ecuador en 1929, en Argentina este derecho 
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se obtuvo en 1947 y en el caso de México hasta 1953. Dichas 
disparidades son un ejemplo de que la expansión del dere-
cho al voto entre toda la población no fue uniforme entre 
los distintos países de América Latina y Occidente, sino que 
correspondió al proceso propio que vivió cada país. 

Para entender el desencanto de los votantes occidentales 
y latinoamericanos con la política, también debemos en-
tender cómo ha evolucionado la forma en que el individuo 
ejerce su voto. Bernard Manin señala tres etapas: la primera 
y la más temprana es el parlamentarismo, donde los votan-
tes eligen a personas de confianza quienes son líderes o re-
presentantes notables dentro de una comunidad dada. La 
segunda etapa consiste en la democracia de partidos donde 
los votantes ejercen su voto de forma leal por el partido que 
represente sus ideales. Así, los sindicalizados solían votar 
por los partidos socialistas, mientras que los empresarios lo 
hacían por los conservadores. La tercera etapa es la demo-
cracia de audiencias, producto en gran medida de los me-
dios de comunicación, que puede explicar parte de la cri-
sis de representatividad actual, dado que la elección se ha 
vuelto más personalista.

El individuo ya no vota por algún partido o programa, 
sino por alguna figura política cuya campaña está basada 
más bien en la mercadotecnia y en los medios de comuni-
cación. Estos, de acuerdo a Bernard Manin, terminan im-
poniendo su agenda con base en sus intereses privados; o al 
menos influyen en las elecciones. Los medios y la prensa son 
capaces de modificar la percepción que el individuo tiene 
de uno u otro candidato. Así, los partidos ya no buscan a los 
electores leales que simpaticen con su doctrina ideológica, 
sino que buscan «atrapar todo lo posible» para ganar elec-
ciones, lo cual explica que los partidos políticos empiecen a 
vaciarse de contenido ideológico y se vuelvan incapaces de 
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ofrecer una identidad a sus electores. Los votantes, ahora 
convertidos en audiencias, se vuelven cada vez más volá-
tiles y menos leales, votan cada vez más por el personaje y 
cada vez menos por los partidos. 

En América Latina, este proceso coexiste con la demo-
cracia caracterizada por el patrimonialismo y el clientelis-
mo. El voto duro que ostentan los partidos no está basado 
tanto en la lealtad ideológica, sino en la lealtad clientelar, 
donde el votante duro ejerce su voto porque obtendrá un 
beneficio inmediato a cambio por parte del candidato o 
partido por el que votó. En las democracias clientelares, la 
lealtad se entiende por el lazo de dependencia del votante 
hacia el partido. La democracia clientelar puede coexistir 
con la democracia de audiencias, donde un partido crea 
una campaña sin contenido ideológico y con una delineada 
estrategia de medios para crear un personaje atractivo para 
las masas y este, a su vez, promete dádivas y beneficios in-
mediatos como despensas o hasta monederos electrónicos, 
como ha sucedido en países latinoamericanos tales como 
México.

Hasta ahora hemos explicado cómo es que el Estado evo-
lucionó y cómo lo hizo la democracia para llegar a un estado 
de las cosas donde los ciudadanos se sienten completamen-
te ajenos a la política. El caso de América Latina tiene algu-
nas particularidades y peculiaridades, pero también com-
parte rasgos con el fenómeno de desencanto que se vive en 
todo Occidente, por lo cual es imperativo explicar los dos. 

En la actualidad, la mayor parte de las naciones latinoa-
mericanas son democráticas, pero también la mayoría son 
democracias frágiles. Según el Índice de Democracia lleva-
do a cabo en 2016 por The Economist, solamente Uruguay es 
considerada una democracia sólida con una calificación de 
8.17 mientras que Chile le sigue con una calificación de 7.78. 
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De acuerdo a The Economist, países como México, Brasil, Ar-
gentina o Colombia son democracias muy frágiles; Bolivia, 
Ecuador y Venezuela son regímenes híbridos (que combi-
nan rasgos democráticos con rasgos autoritarios) mientras 
que Cuba es la única nación considerada como una dicta-
dura (2017). Países como México o Paraguay tienen una ten-
dencia a la baja y están en riesgo de ser considerados regí-
menes híbridos.

A lo largo de la historia contemporánea de América La-
tina hemos visto cómo varias democracias imperfectas de-
caen para convertirse en regímenes híbridos o inclusive en 
dictaduras. Experiencias como el ascenso de dictaduras de 
Jorge Rafael Videla en Argentina, Augusto Pinochet en Chi-
le, la dictadura militar en Brasil y recientemente la dege-
neración de la democracia en Venezuela bajo las presiden-
cias de Hugo Chávez y Nicolás Maduro, nos muestran que 
las democracias frágiles no solo no funcionan bien, sino que 
corren el riesgo de perder su carácter democrático. 

Si bien en los países latinoamericanos se llevan a cabo 
elecciones y hay representatividad partidista, estas califi-
caciones se explican porque existen muchas deficiencias en 
el funcionamiento de los sistemas democráticos, en espe-
cial por su carácter patrimonialista y clientelar que distor-
siona el funcionamiento de la democracia, por las tentacio-
nes autoritarias que se viven en distintos países y otro tipo 
de amenazas como el narcotráfico o las guerrillas. Por eso 
es que en el caso de América Latina no solo se deben con-
siderar las razones del descontento que afecta a los países 
occidentales, sino también las particularidades propias que 
tienen que ver también con una democracia frágil donde las 
prácticas del pasado no se han ido del todo.

Las últimas experiencias que hemos vivido en los países oc-
cidentales nos dejan patente una crisis de representatividad 
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generalizada, el desencanto de los ciudadanos con sus po-
líticos parece ser cada vez mayor. Algunas naciones han 
visto surgir partidos u organizaciones de ultraderecha o de 
izquierda radical que acaparan el descontento de la pobla-
ción, que busca alternativas para saciar su hartazgo. Pode-
mos entender en parte el vacío ideológico de los partidos 
políticos gracias a la democracia de audiencias de la que ha-
blamos anteriormente, y al fin de la batalla ideológica que 
culminó con la caída del Muro de Berlín y la desintegración 
de la urss para dar paso a una suerte de pensamiento úni-
co, donde se planteó que la democracia liberal capitalista 
debería ser concebida como el estadio final al que llegaría el 
ser humano en cuanto a su forma de organización política y 
económica.

Pero incluso podríamos irnos un poco más atrás para en-
tender cómo los partidos han dejado de ser, poco a poco, 
una referencia ideológica. Un claro ejemplo, como lo seña-
la Tony Judt (2011), es que en los años setenta, con el pro-
gresivo desencanto de los intelectuales con el comunismo 
y con la liberalización de los mercados, la izquierda se fue 
recorriendo al centro en términos económicos y perdió su 
diferenciación con respecto de los partidos de derecha, por 
lo que tomó nuevas banderas para poder diferenciarse, ta-
les como los derechos humanos, los derechos de la mujer y 
de personas con otra preferencia sexual, la ecología, entre 
otras. Actualmente, la menor diferencia ideológica entre 
distintos partidos reside en su postura ante temas de ca-
rácter social y ya no tanto en materia de economía, donde 
ambos lados del espectro ideológico (con excepción de las 
facciones más radicales) han adoptado el capitalismo como 
el modelo económico imperante donde ambas posturas solo 
muestran sutiles diferencias (por ejemplo, aquellas relacio-
nadas con el Estado de bienestar). 
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Este mismo proceso de «desideologización» se ha veni-
do dando en América Latina, aunque de forma más tardía. 
En los años ochenta y noventa, después de la crisis de los 
modelos de sustitución de importaciones, se aplicaron re-
cetas liberales (como el Consenso de Washington) que no 
tomaron en cuenta las particularidades de cada país y que 
por lo tanto no generaron los resultados esperados (Sachs, 
2005). El resultado es que varios de los países de nuestro 
subcontinente, en especial los que obtuvieron resultados 
más adversos y los que tenían más problemas para confor-
mar un Estado de derecho sólido, optaron por regímenes 
de izquierda populista que recogían el tradicional discurso 
antiimperialista, tal y como ocurrió en Venezuela, Bolivia, 
Ecuador, Nicaragua y hasta la propia Argentina. Dichos re-
gímenes no solo se caracterizan por su contenido ideológi-
co, sino más bien por la relación fuertemente paternalista 
que intentan establecer con sus gobernados. 

El progresivo desencanto con esos regímenes ante las 
fallidas políticas económicas ha debilitado ese bloque que 
se presentó como una alternativa ante el capitalismo y la 
globalización. Pero, a diferencia de los países más desarro-
llados, las prácticas clientelares y patrimonialistas persis-
ten, y ante el vacío ideológico, siguen siendo determinan-
tes para ganar elecciones. Es decir, los partidos en América 
Latina coinciden con los europeos y los estadounidenses en 
el aumento de su incapacidad para diferenciarse ideológi-
camente de sus contrapartes y donde sus posturas residen 
más bien en factores coyunturales, pero se diferencian en 
cuanto a que en nuestro subcontinente la mayoría de los 
partidos continúan valiéndose del clientelismo para adqui-
rir poder político.

Entonces, mientras en Europa el discurso típico del pro-
blema de representatividad es «los políticos cada vez nos 
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representan menos», en América Latina es «los políticos 
cada vez nos representan menos, y a la vez, son muy co-
rruptos y buscan comprar conciencias». La democracia de 
audiencias, la pérdida de contenido ideológico de los parti-
dos políticos, así como la persistencia del clientelismo nos 
ayudan a explicar el desencanto de los latinoamericanos 
con la clase política. 

Por ejemplo, de acuerdo a Latinobarómetro, en el año 
2015 solo 31.6% de los latinoamericanos se sentía represen-
tado por su gobierno. El país que tiene la calificación más 
alta, Uruguay, con 50%, es el que a la vez tiene una demo-
cracia más sólida de acuerdo al índice de The Economist. Es 
de notar también que las naciones que han adoptado re-
gímenes de izquierda populistas tienen un porcentaje de 
aprobación relativamente alto comparado con sus contra-
partes capitalistas (los primeros oscilan entre 30% y 48% 
y los segundos entre 13% y 37%). Dicha aprobación, más 
que tener una relación con el nivel de democracia, puede 
ser resultado de la polarización producida por esos regíme-
nes en dichas naciones y de los programas sociales que han 
mantenido satisfecho a un sector de la población (Latino-
barómetro, 2015).

Los ciudadanos de los países con regímenes más capita-
listas (gobernados por partidos conservadores o socialde-
mócratas), a pesar de que suelen tener una economía más 
estable y unas instituciones relativamente más fuertes que 
los países de carácter populista, se sienten menos repre-
sentados por sus gobiernos. A diferencia de los regímenes 
populistas, donde el carácter personalista y carismático de 
sus líderes logra atraer una considerable cantidad de leales 
seguidores, los partidos conservadores y socialdemócratas 
no han logrado hacer que sus gobernados se sientan repre-
sentados por ellos. 
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La evaluación de los partidos políticos, de acuerdo a La-
tinobarómetro, sigue bajo una tesitura parecida: 26% los 
evalúan positivamente contra 63% que los reprueban (el 
restante se distribuye entre personas que no respondieron o 
no saben). Uruguay es la nación donde tienen mayor apro-
bación (50%), aunque en este caso no se observa una di-
ferenciación entre los países con un régimen populista de 
izquierdas y las democracias capitalistas. 

Una de las razones de la crisis de representatividad que 
se mencionan es que se considera que los políticos no go-
biernan para los ciudadanos, o bien, que unas élites de po-
der (de carácter público o privado) dominan la escena para 
satisfacerse a ellos mismos. Si se toma como referencia la 
encuesta de Latinobarómetro, casi 67% de los latinoame-
ricanos piensa que su país es gobernado por unos cuantos 
poderosos en su propio beneficio.

De nuevo, Uruguay, la democracia más sólida, es el 
país donde un menor porcentaje de ciudadanos piensa eso 
(38.2%), y de la misma forma, los países con regímenes 
populistas o carismáticos, en tanto el discurso del gobier-
no insiste en la «voluntad del pueblo», tienen un porcen-
taje relativamente bajo (con excepción de Venezuela, que 
ya manifestaba los primeros signos de una crisis política), 
mientras que esa creencia es más popular dentro de los paí-
ses de corte más capitalista y que no han desarrollado un 
Estado de derecho sólido. 

Así, podemos concluir que la mayoría de los ciudadanos 
latinoamericanos no se sienten representados y consideran 
que el poder está en manos de unos pocos. También pode-
mos percatarnos de que el desencanto de los ciudadanos 
con la política disminuye por dos razones: la primera es un 
Estado de derecho sólido, como es el caso de Uruguay, y la 
segunda, por los discursos populistas de líderes carismáti-
cos que logran cautivar a un sector de la población.



  I    63

Segundo lugar / XVIII Certamen de Ensayo Político

AMÉRICA LATINA, DE LA CRISIS DE REPRESENTATIVIDAD A
LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

En tanto la opción de los regímenes populistas es descar-
table por su inviabilidad económica y social, podría pensar-
se que con la construcción de un Estado de derecho sólido 
lograremos que más ciudadanos participen en el quehacer 
público y político, pero también se puede argumentar, a la 
inversa, que para crear un Estado de derecho sólido es im-
portante una mayor participación ciudadana y un mayor 
involucramiento de los individuos. 

Para demostrar la relación entre un Estado de derecho 
sólido y el nivel de participación ciudadana, Robert Put-
nam y sus colegas llevaron a cabo un estudio en Italia, y que 
plasmaron en su libro Making Democracy Work, para enten-
der por qué las regiones del norte están más desarrolladas 
que las del sur.

El sistema de gobierno en las distintas regiones es el 
mismo y a la vez es relativamente autónomo (es decir, las 
regiones italianas tienen un considerable grado de auto-
nomía) Si se toma esto en cuenta, ellos encontraron que la 
fortaleza de las instituciones (a pesar de que estaban conce-
bidas de la misma forma en todas las regiones) tenían una 
correlación directa con el nivel de participación cívica. En 
las regiones con una mayor cultura cívica existe una mayor 
confianza y capacidad de cooperación entre los ciudadanos, 
mientras que entre los que existe una menor cultura cívica, 
los individuos solo confían en sus familiares y cercanos, y 
como desconfían de los demás, tienen mayores incentivos 
para romper las reglas y así se fomenta un mayor nivel de 
corrupción. 

En las regiones con mayor cultura cívica, los políticos 
suelen estar más abiertos a los temas de equidad política y 
democracia, mientras que en las regiones con una menor 
cultura cívica los gobernantes suelen ser más autoritarios y 
más proclives a establecer una relación clientelar con sus 
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gobernados; y de la misma forma, en las regiones con me-
nor cultura cívica los ciudadanos suelen creer más que se 
sienten oprimidos y que las personas en posiciones de po-
der abusan de ellos (Putnam, 2003).

Podemos encontrar muchas similitudes entre el caso 
italiano y el de los países latinoamericanos. Podemos ob-
servar un contraste asombrosamente similar entre el mos-
trado por el estudio de Robert Putnam y el que se observa 
entre Uruguay y la mayoría de los países latinoamericanos. 
Uruguay tiene la democracia más sólida, sus ciudadanos 
confían más en su congreso y en sus partidos políticos, pero 
también tiene una mayor participación ciudadana.

Cuando, para efectos de la encuesta de Latinobaróme-
tro, se les preguntó a los latinoamericanos si platican con 
sus amigos de política, los uruguayos se ubicaron en el pri-
mer lugar (32% contra  30% promedio de América Latina); 
es la tercera nación donde más personas afirman haberse 
reunido para firmar un tema o tratar una petición (23.8% 
contra 17% de América Latina), donde más gente ha salido 
a protestar (16.2% contra 10.6%); y de la misma forma, es 
uno de los tres países (junto con Argentina y Panamá) don-
de los ciudadanos confían más en sus semejantes.

Entonces, para tener una mayor participación políti-
ca, requerimos de una mayor participación ciudadana. Si 
tenemos una mayor participación ciudadana habrá mayor 
participación política, lo cual se reflejará en un Estado de 
derecho más sólido y democrático, y unas instituciones que 
funcionen para todos. Pero ¿cómo lograrlo? ¿Por dónde em-
pezar?

Para poder plantear una solución, tenemos que entender 
de mejor forma qué es el poder. Max Weber lo define como 
la probabilidad de tomar decisiones que afectan la vida de 
otros, pero en resistencia de estos. (Zabludowsky, párr. 2). 
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Para Michel Foucault (1988), el poder es una relación asi-
métrica constituida por dos entes: la autoridad y la obe-
diencia. Postula que no se trata de un poder que está loca-
lizado, sino que invade todas las relaciones sociales: el hijo 
que obedece el padre, el alumno que obedece al profesor, 
el ciudadano que obedece al gobierno, y los políticos que 
obedecen (o deberían obedecer, en teoría) la voluntad del 
pueblo (pp. 3-20). Aristóteles (2004) postulaba que algunas 
personas habían nacido para mandar y otras para obedecer, 
pero en los gobiernos democráticos esto no es así y más bien 
depende del contexto en el que se encuentre el individuo.

No se nace para obedecer, sino que se obedece con res-
pecto al entorno en el que se encuentra y que puede ser 
distinto entre diferentes individuos: al ser parte del Esta-
do, los individuos tienen la obligación de obedecer las leyes 
que lo rigen, pero también están obligados a obedecerlas las 
mismas personas que se encargan de ejecutarlas. Los indi-
viduos que son parte de una organización están obligados 
a obedecer ciertas normas si quieren permanecer ahí, pero 
no están obligados a hacerlo quienes no son parte de esa or-
ganización, los empleados tienen que obedecer a sus jefes, 
pero no quienes no son sus empleados, etcétera. 

En las democracias el pueblo tiene la obligación de obe-
decer a las leyes y es el gobierno el que las crea y procura su 
cumplimiento, pero el pueblo también tiene poder sobre el 
gobierno, quien en teoría debe obedecer a los ciudadanos 
para permanecer en el poder.

Como mencionamos, en la democracia representativa el 
pueblo no le da «órdenes directas» al gobierno de lo que 
debe de hacer, sino que con su voto y su consentimiento le 
otorga poder para que decida en su nombre por un tiempo 
limitado. Pero la dinámica dentro de las democracias repre-
sentativas no queda ahí: el ciudadano puede ejercer poder 
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sobre su gobierno por medio de la libertad de expresión y su 
derecho a la libre manifestación, a la vez que tiene el dere-
cho a involucrarse dentro de la política. Asimismo, el ciu-
dadano tiene el derecho a crear agrupaciones ciudadanas 
para incidir en lo público.

Dentro de una manifestación, la cantidad de poder que 
esta tiene guarda cierta relación con su tamaño. Es más 
probable que el gobierno considere las peticiones de la ma-
nifestación o se sienta amenazado por ella si esta es muy 
grande. Si un gobierno quiere reprimir una manifestación 
muy pequeña, le bastará con utilizar una pequeña cantidad 
de poder (enviar a un pequeño grupo de policías, por ejem-
plo) para dispersarla; en cambio, si es muy grande, posible-
mente tendrá que valerse de todo un comando o del ejér-
cito. Pero en las democracias las leyes limitan al gobierno 
para el ejercicio del poder (lo cual lo restringe para reprimir 
las manifestaciones no violentas).

El propio Estado de derecho, por medio de las leyes, 
pone límites a la cantidad y al tipo de poder que el gobierno 
puede ejercer. De la misma forma, en las naciones demo-
cráticas, el gobierno está obligado a rendir cuentas y a ser 
transparente, lo cual restringe considerablemente su ca-
pacidad de poder para satisfacer los intereses de quienes lo 
conforman.

Dicho esto, la participación ciudadana es un contrape-
so al exceso del poder del gobierno. Este concepto no solo 
incluye el derecho a la manifestación, sino el derecho a 
agruparse e incidir políticamente. Las organizaciones ciu-
dadanas no solo pueden aspirar a acumular cierta cantidad 
de poder por su tamaño o su poder económico, sino por su 
conocimiento y expertise. Conforme la participación ciuda-
dana es más grande, es decir, esta en su conjunto adquiere 
más poder (el poder a la vez no se concentra en una sola 
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entidad sino en varias agrupaciones) y funge como con-
trapeso al poder del gobierno, el uso del poder del Estado 
se encuentra más restringido y más condicionado. Así, el 
gobierno, vigilado exhaustivamente por los ciudadanos que 
se involucran y participan, tiene menos incentivos para 
abusar del poder, porque el precio de hacerlo es mucho más 
alto que cuando se tiene una ciudadanía más apática y poco 
participativa. Los ciudadanos tienen tal cantidad de poder 
para evitar abusos de sus gobiernos. 

De acuerdo con la encuesta de Latinobarómetro, la par-
ticipación ciudadana es escasa en las naciones latinoame-
ricanas: solo 30% de los latinoamericanos platica de polí-
tica con sus amigos, 17% se ha juntado con otras personas 
para tratar un tema o firmar una petición y 10% ha salido 
a las calles a marchar. Y como esta escasez permite a sus 
gobernantes acumular poder de tal forma que puedan co-
meter más abusos y atropellos, entonces los ciudadanos no 
se sienten representados por sus políticos y sienten que son 
oprimidos y abusados por parte del gobierno. 

¿Cómo pueden entonces los ciudadanos de una nación 
acumular poder a través de la participación ciudadana para 
ser un contrapeso al gobierno, de tal forma que puedan vi-
gilarlo e incidir en él, para que así, el gobierno se desem-
peñe de mejor forma, se generen instituciones sólidas y un 
Estado de derecho sólido, lo cual a la vez va a derivar en una 
mayor confianza hacia el propio gobierno y, por ende, una 
mejor representación?

Los países latinoamericanos deben dejar de entender la 
relación entre individuo y gobierno como una relación pa-
ternalista. Isaiah Berlin (1969) afirma que:

El paternalismo es despótico, no porque sea más opresivo 
que la tiranía brutal, descarada e inculta, ni solo porque 
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ignore la razón trascendental que está encarnada en mi 
cuerpo, sino porque es un insulto a la concepción que 
tengo de mí mismo como ser humano, determinado a 
realizar mi propia vida de acuerdo con mis propios fines (no 
necesariamente racionales o benéficos), y, sobre todo, con 
derecho a ser reconocido como tal por los demás. 

De este modo, podemos entender que el individuo que se 
somete a una relación paternalista restringe su libertad po-
sitiva: su libertad de ser y llegar a ser algo. Bajo el pater-
nalismo, el gobierno genera una relación de dependencia 
donde otorga algún beneficio al individuo a cambio de la 
sumisión de este a un gobierno o a un partido; el individuo 
depende de dicho ente superior en vez de depender de sí 
mismo. Cuando hablamos de crear ciudadanía necesitamos 
aspirar a que los ciudadanos obtengan una libertad positiva 
más amplia para que así sepan cuáles son sus convicciones y 
las puedan defender. Cuando hablamos de que los ciudada-
nos estén representados en el gobierno es condición prime-
ra que dichos ciudadanos sepan qué quieren y a qué aspiran 
y que luchen por ello, para que entonces puedan esperar 
que el gobierno represente sus valores y convicciones. Una 
relación paternalista y dependiente, en cambio, restringe o 
anula los incentivos para que el humano se realice a sí mis-
mo y se descubra, al ser así más maleable y manipulable por 
sus gobernantes. El gobierno, en el contexto de la relación 
paternalista, le dice al individuo qué pensar; en cambio, un 
ciudadano que goza de libertad positiva piensa por sí mis-
mo, y en consecuencia le dice al gobierno qué es lo que debe 
hacer. Lo hace votando por el candidato que represente sus 
convicciones y sus ideales, y también participando acti-
vamente en la arena social (ya sea por medio de organiza-
ciones civiles, colectivos, agrupaciones o manifestaciones) 
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para intentar incidir en las decisiones que se toman en el 
gobierno.

¿Cómo se puede transformar un cultura paternalista y 
clientelar que solo puede aspirar a ser una democracia im-
perfecta y distorsionada a una donde los ciudadanos parti-
cipen activamente, aspiren a tener mejores gobiernos y así 
se sientan representados? Francis Fukuyama nos dice que la 
democratización de las naciones tiene que ver mucho con 
el tamaño de las clases medias; esto ocurre tanto en los Es-
tados fuertes que todavía no transitaban a la democracia, 
pero que al llegar a ella (gracias a la fortaleza del Estado) se 
convirtieron en una democracia sólida (como fue el caso de 
Prusia), como en las naciones que ya habían intentado de-
mocratizarse pero que tenían un Estado de derecho débil y 
necesitaban fortalecerlo, (como fue el caso de Estados Uni-
dos) y que es también el estado actual de las naciones lati-
noamericanas. Cuando la clase media de una determinada 
nación adquiere la suficiente masa crítica, o como señala 
sir Paul Collier, cuando adquiere el suficiente poder adqui-
sitivo, es cuando esta decide confrontar al gobierno y exi-
gir cambios; o bien, se puede manifestar, como en Estados 
Unidos, por su intención de involucrarse en política para así 
desplazar a las viejas élites más proclives al paternalismo y 
cambiar la relación entre los ciudadanos y los políticos.

A su vez, las clases medias crecen cuando una nación 
se desarrolla económicamente y cuando los dividendos de 
ese desarrollo se distribuyen lo suficiente (y no se acumula 
solo en manos de unos pocos) para que un sector conside-
rable de la población ascienda a la clase media. Entonces 
podemos pensar que el desarrollo económico es una de las 
condiciones para aspirar a una democracia sólida donde el 
individuo se sienta más representado y se involucre más en 
los asuntos políticos.
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Pero a la vez, no debemos dejar del lado las estructuras 
de castas tan típicas de la mayoría de los países latinoame-
ricanos, las cuales inciden negativamente para la formación 
de una clase media ya que la raza y el color de piel ejerce 
cierta influencia dentro de la capacidad de movilidad so-
cial que el individuo tiene. Por ejemplo, en México, el inegi 
(2017) publicó un estudio donde demostró que el tono de 
piel tiene incidencia en el tipo de empleo que un individuo 
puede obtener, así como su posición social. 

Aunque el desarrollo económico y la estructura social 
son importantes para aspirar a generar estados más demo-
cráticos, con mayor participación ciudadana y mayor re-
presentatividad, eso no significa que tengamos que esperar 
a que dichas condiciones se den para empezar a llevar un 
cambio dentro de la ciudadanía para así generar cambios 
estructurales dentro de nuestros países. Por el contrario, la 
incipiente, pero creciente participación ciudadana puede, a 
su vez, por sí misma, apurar esos cambios para acelerar los 
otros dos procesos y así crear un círculo virtuoso. Por medio 
de la participación ciudadana se puede aspirar a crear un 
país más inclusivo en cuestión de razas (lucha que existe en 
varios países de América Latina a través de colectivos y or-
ganizaciones civiles) y al intentar construir un Estado más 
fuerte, esto puede incidir, a su vez, en un mayor desarrollo 
económico. 

Existen otros factores que ayudan por sí mismos a desa-
rrollar una cultura de la ciudadanía más fuerte, como es la 
globalización y el intercambio de información. En el caso 
de México, hemos visto en los últimos años un notable cre-
cimiento de la participación ciudadana a través de organi-
zaciones civiles, aunque ello no haya tenido una estrecha 
relación con el crecimiento (casi inexistente) de la clase 
media. Pero lo cierto es que gracias a la información y al 
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know-how importado de otras latitudes del mundo, ha sido 
más fácil y han existido más incentivos para la organización 
de la sociedad civil. 

Pero parte del descontento y de la falta de representa-
ción, si recurrimos de nuevo a Francis Fukuyama, tiene que 
ver (tanto en América Latina como en Europa) con el hecho 
de que los gobiernos ya no corresponden con las realidades 
sociales actuales. Se dice en el lenguaje común que el pue-
blo tiene el gobierno que merece, y ciertamente podemos 
entender que los gobernantes surgieron necesariamente de 
la ciudadanía (en tanto los gobernantes son también ciu-
dadanos), pero también es cierto que la cultura dentro de 
los gobiernos y las élites políticas pueden mostrar un reza-
go comparada con la cultura dentro de la ciudadanía. Un 
ejemplo es la España del franquismo tardío: como señala 
Tony Judt, años antes de que falleciera Francisco Franco 
gran parte de los ciudadanos ya empezaban a hablar de una 
nueva cultura más democrática, viajaban a otros países y 
querían importar lo que veían ahí. 

Así, podemos concluir que una de las respuestas para in-
volucrar a los ciudadanos en la política tiene que ver con 
el traslado de una cultura paternalista a una más bien ho-
rizontal y participativa, que aspire a una mayor rendición 
de cuentas, la transparencia y la participación ciudadana. 
Al entender que puede existir un rezago entre gobierno y 
sociedad podemos concluir también que el cambio dentro 
de las élites políticas no será inmediato: el crecimiento de 
la participación ciudadana en algunos países como México 
todavía no se ha reflejado en una mayor representatividad 
política ni en un gobierno más transparente; será con base 
en la persistencia que se empezarán a ver los cambios. 

De esa manera se puede resolver el problema caracte-
rístico de América Latina; pero para concluir, tenemos que 
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insistir en que la crisis de representatividad mundial den-
tro de todo Occidente también ejerce cierta influencia y 
en este caso la respuesta es lo suficientemente complicada 
como para que los especialistas se pongan completamente 
de acuerdo en lo que se tiene que hacer. Para entender esta 
influencia primero tenemos que desechar los rasgos propios 
que muestran los países europeos y anglosajones que influ-
yen sobre el descontento, que tienen que ver con problemas 
de migración, identidad o terrorismo; y como menciona-
mos, tenemos que retomar aquellos rasgos que comparten 
con América Latina como es la llamada democracia de au-
diencias y la pérdida de contenido ideológico de los parti-
dos políticos.

En este caso también se ha sugerido un desplazamiento 
entre las clases políticas y la sociedad, incluso se ha pro-
puesto que se debe empezar a hacer política de otras for-
mas. Me atrevería a sugerir que en pleno siglo xxi ya no se 
puede pensar en términos de política tradicional donde los 
políticos utilizan las nuevas tecnologías y el internet para 
hacer «la política de siempre», sino que esta nueva reali-
dad debería reconfigurar la forma de hacer política, una que 
sea más horizontal y participativa, sin que se despoje del 
concepto básico de la democracia representativa donde el 
individuo consiente con su voto a un candidato para que lo 
represente a su nombre.

No solo se trata de exigir a las clases políticas que cam-
bien, sino por el contrario, incidir y buscar nuevas formas 
de organización para que estas en consecuencia se adapten 
a una nueva realidad que corresponda con la de las socie-
dades actuales. Se debe reformar la democracia para pasar a 
una de audiencias a donde no se despoje a los partidos de su 
contenido ideológico y que, como sucedía en la democracia 
de masas, la doctrina partidista y los programas propuestos 
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vuelvan a tener peso, pero con diferencia de aquella oca-
sión que más que esperar lealtad de los ciudadanos hacia 
los partidos que estos tengan mayor incidencia y se trate 
de una relación horizontal donde por medio de una mayor 
participación, los ciudadanos se sientan verdaderamente 
representados. 

En esta aspiración no debemos regresar al pasado sino 
apuntar hacia el futuro, podemos aprender de la historia, 
de aquello que funcionó bien y aquello que no, pero las so-
ciedades cambian, las realidades cambian, y la política debe 
servir al modelo de sociedad en el que se encuentra incrus-
tada, no en una realidad que ya no existe. Solo de esa mane-
ra los ciudadanos volverán a involucrarse en la política y se 
volverán a sentir representados. 
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LA RESIGNIFICACIÓN SOCIAL DE LA MUJER 
Y SU IMPORTANCIA EN LA ELIMINACIÓN
DE LA VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO

Rita Astrid Muciño Corro

Introducción 

En una democracia es indispensable que el Estado adopte 
las disposiciones necesarias para garantizar el acceso en 
condiciones de igualdad y en un ambiente libre de violen-
cia al ejercicio efectivo de los derechos humanos. Una si-
tuación adversa atenta y erosiona los valores democráticos, 
«una democracia en la que la mitad de la población no po-
see el estatus de ciudadanía carece de legitimidad» (Cobo, 
2002, p. 44).

La inmersión de la mujer en el ámbito de la política es un 
fenómeno que sin duda ha suscitado múltiples tensiones, 
las cuales afectan su dignidad y generan un impacto nega-
tivo en el desarrollo pleno de su ciudadanía. 

La Organización de las Naciones Unidas (onu) reconoce 
que en la actualidad las mujeres encuentran obstáculos para 

TERCER LUGAR
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desempeñarse en la labor política, cuestión que es atribui-
ble a las brechas, barreras y prejuicios basados en su género, 
así como a la normalización del sesgo androcéntrico.

La violencia política es un fenómeno complejo, ya que su 
origen atiende a diversos factores como las relaciones asi-
métricas de poder entre mujeres y hombres, roles, estereo-
tipos, desigualdad y discriminación. Este tipo de violencia 
refuerza dichas asimetrías y coloca a quien la experimenta 
en una situación de vulnerabilidad, al anular su capacidad 
de decidir y conducirse con autonomía.

El androcentrismo es una perspectiva que por muchos 
años rigió el entendimiento de la sociedad, desde esta ópti-
ca se delimitó lo femenino y lo masculino, lo cual reforzó la 
dominación y subordinación de la mujer.

La reivindicación de los derechos de la mujer en el con-
texto político ha requerido de la elaboración e implementa-
ción de medidas como las cuotas de género y la paridad po-
lítica, inclusive, se han establecido normas para sancionar 
la comisión de hechos que constituyen violencia política 
contra las mujeres.

No obstante, este tipo de violencia, al igual que la desigual-
dad en el interior de los partidos políticos y puestos de repre-
sentación popular, continúa vigente, y pone de manifiesto 
que dichas acciones afirmativas «no han sido capaces de mo-
dificar aspectos histórico-culturales» (Albaine, 2015, p. 146).

Al respecto, Jessy López, especialista jurídica de la Aso-
ciación de Concejalas de Bolivia (acobol), indicó que:

La estructura patriarcal que tenemos ha sido un factor limi-
tador del trabajo; si bien se han incluido en la Constitución 
Política del Estado principios y derechos para garantizar la 
participación de las mujeres en la política, las estructuras 
mentales y sociales son difíciles de romper (onu, 2013, p. 131).
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Dicha circunstancia es probable que se deba a dos cuestiones: 
a) causas externas relacionadas con el entorno socio cultural, 
y b) limitaciones propias del diseño institucional de las me-
didas (Archenti, 2007, p. 185). Para efectos de estudio, este 
trabajo profundizará en la primera de las causas señaladas. 

En este sentido, el presente ensayo se plantea la nece-
sidad de contrarrestar los efectos de la imagen de género 
femenino, construida desde la visión androcéntrica y pa-
triarcal, con el propósito de erradicar las causas que produ-
cen la violencia política de género y afianzar el camino que 
hasta hoy se ha recorrido en pro de los derechos de la mujer.

Por lo anterior, desde una perspectiva jurídica y socioló-
gica, se analizarán los siguientes puntos:

•	 La forma en que la mujer se integró al contexto político
•	 Las medidas que se han adoptado nacional e interna-

cionalmente 
•	 La importancia de la resignificación social de la mujer 

en la erradicación de la violencia ejercida en su contra

Asimismo, este documento tiene por objeto advertir so-
bre la necesidad de evitar que los rasgos que identifiquen 
el movimiento emancipatorio de las mujeres se centren en 
nociones ajenas a los fines que le dieron origen. Es decir, la 
construcción de un espacio público, democrático y de de-
rechos humanos exige dejar de lado el discurso de la mujer 
históricamente excluida y victimizada, ya que debilita la 
evolución de las victorias alcanzadas.

Por otra parte, demanda transitar hacia un discurso que, 
además de recordar el camino que activistas, académicas y 
defensoras han trazado en favor de las mujeres, haga énfasis 
en los espacios conquistados y en su determinación de vivir 
en un Estado democrático, en el cual les sea posible cristalizar 
su proyecto de vida. 
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1. La inmersión de la mujer en la vida política 

El escenario en el que las mujeres comenzaron a participar 
en la vida política estaba caracterizado por ideales que ten-
dían a la exclusión de las diferencias. En consecuencia, las 
mujeres enfrentaron el reto de conducir los procesos de so-
cialización en un espacio configurado desde la masculinidad 
que se resistía a su injerencia, cuestionaba su participación 
y le negaba la oportunidad de ejercer la ciudadanía plena.

En este contexto se estableció una lógica binaria, en la 
que cada género debía interiorizar «las pautas necesarias 
para saber qué tiene que pensar o hacer para satisfacer las 
expectativas de género» (Cobo, 2002, p. 36).

Este binarismo trajo consigo la confección de un «con-
trato sexual», el cual fue base para la perpetuación del des-
equilibrio de poder entre mujeres y hombres, al estatuir que: 
«la esfera privada es y no es parte de la sociedad civil, y las 
mujeres son y no son parte del orden civil. Las mujeres no son 
incorporadas como “individuos” sino como mujeres, lo que 
en la historia del contrato original significa que participan 
en tanto subordinados naturales» (Albaine, 2015, p. 150).

Por años, en el imaginario colectivo el hombre era quien 
debía protagonizar la esfera de lo público, mientas que la 
mujer debía confinarse a las cuestiones inherentes al cuida-
do del hogar y la familia.

Dicho modelo de pensamiento permeó en el Estado mo-
derno, lo cual originó con ello la configuración de cuerpos 
políticos en los que no había cabida para los miembros de 
grupos en situación de vulnerabilidad, al igual que leyes 
ciegas a la diversidad, indiferentes a las especificidades y 
necesidades de quienes formaban parte de la sociedad.

Las instituciones y la normatividad, además de mantenerse 
al margen de la protección jurídica a mujeres, migrantes, 
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afrodescendientes, indígenas, homosexuales, obreros y toda 
aquella persona que no cumpliera con los parámetros del 
androcentrismo, resultaron ser un medio de dominación y 
sumisión de estas minorías.

Tal opresión se tradujo en:
	
	 a) explotación;
	 b) segregación y exclusión de la participación política y 

social;
	 c) falta de poder;
	 d) concepción basada en estereotipos e invisibilización 

de sus experiencias y perspectivas, y 
	 e) violencia y hos  tigamiento (Young, s/p).

De esta forma, se conformó una democracia en la que muje-
res y otros grupos sociales, además de encontrarse en des-
ventaja, carecían de representación y de los medios para 
lograr que sus necesidades, aspiraciones e intereses fueran 
escuchados y atendidos; hecho que repercutió en la vigen-
cia de valores democráticos como la libertad e igualdad.

Tal situación produjo una serie de movimientos lidera-
dos por feministas que aspiraban al reconocimiento jurídico 
de sus derechos civiles y políticos, específicamente el dere-
cho al voto. Nueva Zelanda fue el primer país en concederlo 
en 1893; México hasta 1953.

Cabe destacar que, si bien este fue un acontecimiento 
clave para que la mujer fuera adquiriendo terreno en el ám-
bito de lo público, existía un gran camino por recorrer para 
diluir la fuerza de la imagen de género que la clase domi-
nante había creado en torno a lo femenino; esto es, la mujer 
como madre, esposa, sensible, vulnerable, abnegada, go-
bernada por sus pasiones y sentimientos.

Esta concepción, al mismo tiempo que ha resultado difí-
cil de desvanecer, produce fricciones durante la interacción 
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política de la mujer. La erradicación de la identidad «he-
terodesignada» (Cobo, 2002, p. 43) es una tarea ardua que 
continúa representando uno de los mayores retos para los 
Estados. 

En este sentido el feminismo ha desempeñado un papel 
fundamental en la detección de las normas, instancias y prác-
ticas influidas por el androcentrismo, al identificar con ello 
«la dimensión patriarcal de la democracia moderna» (p. 29).

La postura feminista, apoyada de la perspectiva de gé-
nero y de derechos humanos, fue herramienta fundamen-
tal para configurar los mecanismos a través de los cuales se 
impidió que las diferencias impliquen una desventaja e hizo 
posible la igualdad de género mediante la redistribución de 
recursos. 

2. Medidas adoptadas: avances y desafíos

La violencia contra la mujer como problema social es un 
fenómeno que ha sido analizado y atendido desde varias 
disciplinas, como el derecho, la sociología, antropología, 
biopolítica, etcétera. Asimismo, representa una situación 
que transciende los confines del Estado, al tratarse de un 
acontecimiento que ocurre de manera generalizada y siste-
mática en el mundo.

La urgencia por erradicar la violencia de género derivó 
en la creación de documentos vinculantes y disposiciones 
de soft law en el ámbito del derecho internacional de los 
derechos humanos, dirigidas a que los Estados asumieran 
el compromiso de adoptar medidas que aseguraran el res-
peto, la promoción y garantía de los derechos humanos de 
las mujeres, tanto en el contexto privado, como en el pú-
blico.
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Algunos de estos instrumentos internacionales son la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, la Convención Interameri-
cana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia con-
tra la Mujer, la Plataforma de Acción de Beijing, los Objeti-
vos de Desarrollo del Milenio, entre otros. 

Los citados dispositivos, además de ser fundamento jurí-
dico de la protección de los derechos de la mujer, conminan 
a los Estados partes a suprimir los obstáculos que restrin-
jan o limiten el ejercicio efectivo de sus derechos, mediante 
mecanismos que garanticen su participación política en un 
ambiente libre de violencia y discriminación.

Específicamente sobre el tema existen la Convención 
Americana sobre la Concesión de los Derechos Políticos a la 
Mujer, la Carta Democrática Interamericana, los Consensos 
de Quito y Brasilia y la Declaración sobre la Violencia y el 
Acoso Políticos contra las Mujeres.

En dichos cuerpos normativos se exhorta a los países a 
revertir la desigualdad que impera en el contexto político; 
de igual forma, se hace mención de los derechos de la mu-
jer a votar, ser votada y a ocupar cargos públicos. Asimismo, 
hacen un llamado a consolidar una democracia participativa 
mediante el establecimiento de medidas tendentes a incluir 
«igualitaria, plural y multicultural[mente]» (cepal, 2007) a 
las mujeres, al reforzar «los espacios de participación iguali-
taria (…) en la formulación e implementación de las políticas 
en todos los ámbitos del poder público» (cepal, 2010).

En atención a lo previsto en este corpus iuris internacio-
nal en materia de derechos políticos de las mujeres, los Es-
tados comenzaron a tomar algunas medidas para cumplir 
los compromisos asumidos. 

En este sentido, se han articulado acciones afirmativas, 
orientadas a «estimular la participación y alentar el ingreso 
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de las mujeres a un ámbito —el político— cuyo acceso ha 
sido siempre temporalmente tardío respecto de los hom-
bres, hasta tanto se generen las condiciones que garanti-
cen la igualdad de oportunidades entre ambos géneros». 
(Archenti, 2007, p. 190). No pasa desapercibido el hecho 
de que estos esfuerzos se han llevado a cabo en medio de 
una sociedad en la que aún prevalecen rasgos del sistema 
patriarcal, que producen violencia en contra de la mujer, 
circunstancia que repercute en el desarrollo progresivo de 
los beneficios hasta hoy logrados. 

El sistema de cuotas de género es un modelo que con-
siste en que se destinen para las mujeres un determinado 
porcentaje o número de espacios, «ya sea de una lista de 
candidatos, una asamblea parlamentaria, una comisión o 
un gobierno» (cim, párr. 4), con miras a asegurar su parti-
cipación política.

En este punto es preciso hacer mención de dos aspectos. 
Por un lado, no obstante los obstáculos a los que se ha en-
frentado, esta acción afirmativa ha favorecido la inmersión 
de la mujer en el ámbito de lo público, situación que de-
terminó el recrudecimiento de la violencia política en con-
tra de la mujer; y por otro, la reservación de un mínimo de 
escaños para las mujeres es tan solo una base respecto de 
la cual se espera el incremento progresivo hasta lograr su 
presencia permanente en la vida política y no un requisito a 
cumplir de mero trámite.

La garantía de un número de espacios no asegura en sí 
mismo la colocación de las mujeres en los puestos de man-
do. Esto trajo consigo el establecimiento de la paridad, la 
cual es una: 

Acción afirmativa que busca que mujeres y hombres parti-
cipen en igualdad de condiciones en todas las actividades 
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de la sociedad, especialmente en cargos públicos. La pa-
ridad implica que ningún género tenga más de 40% de los 
cargos o, en su versión más radical, establece una distribu-
ción de 50% a 50% (ceameg, 2010, p. 27).

Este sistema tiene por premisa suprimir las diferencias en-
tre mujeres y hombres, mismas que guardan un origen so-
cio-histórico, resultado de la impostura del discurso domi-
nante. En este orden de ideas, se puede decir que la paridad, 
además de ser un «proceso estratégico contra el monopolio 
masculino del poder político» (Albaine, 2015, p. 148), se tra-
ta de «una propuesta política discutida porque ataca el nú-
cleo básico de la democracia patriarcal» (Cobo, 2002, p. 31).

Sin duda este modelo es un medio para asegurar una 
democracia paritaria. La paridad y el equilibrio de poder 
son indispensables para la pervivencia de los valores de-
mocráticos.

En el año 2000, Francia se convirtió en el primer país en 
incluir la paridad de género, le siguió Bélgica dos años más 
tarde, España en 2007, Ecuador en 2008, Bolivia y Costa 
Rica en 2009 y México en 2014; sin desconocer que existen 
otros países que han incorporado este principio (Albaine, 
2015, pp. 146-147).

Por lo que respecta a Bolivia y Ecuador, el desafío de la 
paridad convergía con el de implementar políticas intercul-
turales. Es así como aunado a las disposiciones destinadas a 
la igualdad, se instauraron medidas para incorporar al que-
hacer político a los pueblos y comunidades indígenas, a tra-
vés de un modelo de participación directa y de democracia 
comunitaria (p. 156).

En el caso de Bolivia, la acobol, asociación conformada 
por alcaldesas y concejalas de ese país, ha trabajado por 
el fortalecimiento y «desarrollo de un marco político y 
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legislativo, a través de la aprobación de una ley nacional 
para luchar contra la violencia política, la primera de estas 
características en todo el mundo» (onu, 2013, p. 128).

Ahora bien, esta medida debe acompañarse de un entra-
mado normativo y de políticas públicas dirigidas a contra-
rrestar la desigualdad de género; asimismo, aboga por que 
la socialización en un contexto de mayor equilibrio produz-
ca una distribución equitativa de responsabilidades, «con-
tribuyendo de este modo a la desaparición de la dicotomía 
excluyente público-privado y con ello avanzar hacia una 
igualdad de facto» (ceameg, 2010, p. 28).

Es importante reconocer el impacto positivo que ha te-
nido la aplicación de estas medidas en la atenuación de los 
desequilibrios ocasionados por los siglos de exclusión; sin 
embargo, aún existen pendientes en el camino por afianzar 
una democracia paritaria.

Al respecto, Laura Albaine explica que «en sociedades 
patriarcales —con altos índices de violencia de género— la 
competencia electoral en términos de género suele estar 
acompañada por acoso y violencia política en razón de gé-
nero» (p. 145).

De acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (pnud), la violencia contra las mujeres en po-
lítica puede ser institucional, es decir, que ocurre en el seno 
de los partidos políticos a los que están afiliadas; económi-
ca, configurada al restringir la disposición de recursos para 
fines electorales o de profesionalización; y sexual, mani-
fiesta a través del acoso, hostigamiento o con la comisión 
de actos de índole sexual sin consentimiento.

Este fenómeno representa un problema para los derechos 
humanos de la mujer, pero también para la democracia, ya 
que inhibe la participación de todos los actores sociales y 
restringe la participación de la mujer en el debate público. 
De igual forma, pone de manifiesto el carácter estructural 
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de este conflicto y evidencia los obstáculos que aún deben 
vencerse para que el acceso a una vida política libre de vio-
lencia de género sea una realidad.

La violencia política en contra de las mujeres consiste en 
«todas aquellas acciones y/o conductas agresivas cometi-
das por una persona, por sí o a través de terceros, que cau-
sen daño físico, psicológico, o sexual en contra de una mujer 
y/o de su familia, en ejercicio de la representación política, 
para restringir el ejercicio de su cargo o inducirla a tomar 
decisiones en contra de su voluntad, de sus principios y de 
la ley» (Cerva Cerna, 2014, p. 6). Además del componente 
de género, la violencia puede verse acentuada por factores 
como el origen étnico, la edad, lugar de nacimiento, nivel 
educativo, orientación sexual y condición socioeconómica, 
por mencionar algunos. 

Respecto del término violencia política contra las mujeres, 
existen algunos autores que estiman innecesario acuñar 
un nuevo concepto para abordar este tipo de problemas, al 
considerar que no son mecanismos óptimos ni eficaces para 
conseguir los objetivos planteados.

No obstante, la adopción de un término que conceptua-
lice la violencia política ejercida contra la mujer, además de 
visibilizarla, es un referente a partir del cual se puede analizar 
y comprender las dimensiones de este fenómeno, así como 
una herramienta útil para la articulación de estrategias.

Caso de México

Según datos de la Fiscalía Especializada para la Atención 
de Delitos Electorales, en el periodo de 2012 a 2016 se 
presentaron 156 casos de actos que constituyeron violencia 
política en contra de las mujeres. De conformidad con lo 
establecido en estudios sobre la materia de análisis, los 
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principales obstáculos a los que se enfrentan las políticas 
mexicanas son: la prevalencia de una tradición patriarcal en 
el seno de los partidos, cuestión que a su vez les afecta en los 
procesos de selección de candidatas y durante las campañas 
(Cerva Cerna, 2014, p. 8).

En cuanto al derecho interno, fue a partir de 2013 que se 
propuso incorporar el multicitado término en el orden jurí-
dico nacional, cuestión que a la fecha no se ha concretado. 
Sobre el tema, en 2016 se publicó el Protocolo para Atender 
la Violencia Política Contra las Mujeres, mismo que define 
este tipo de violencia como: 

Todas aquellas acciones y omisiones —incluida la toleran-
cia— que, basadas en elementos de género y dadas en el 
marco del ejercicio de derechos político electorales, ten-
gan por objeto o resultado menoscabar o anular el reco-
nocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos políticos o 
de las prerrogativas inherentes a un cargo público (tepjf, 
2016, p. 19).

Es importante señalar que en ese mismo año la Sala Regional 
Toluca del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-
ración resolvió la primera sentencia sobre violencia política 
contra la mujer, fundamentada en el citado Protocolo.

Es de reconocerse que con la reforma de 2015 al artículo 
2 Constitucional1  se garantizó el derecho a la libre determi-

1.	 La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 
2: «(…) III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácti-
cas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de 
sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y 
los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su derecho de votar y ser 
votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y desempeñar 
los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido electos 
o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de 
los Estados y la autonomía de la Ciudad de México. En ningún caso las 
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nación de los pueblos y comunidades indígenas, además de 
establecer que mujeres y hombres tienen el derecho a votar 
y ser votados «en condiciones de igualdad», al prever que 
bajo ninguna circunstancia se podrán «limitar los derechos 
político electorales de los y las ciudadanas en la elección de 
sus autoridades municipales» (cpeum, art. 2).

Con dicha reforma se protegen los derechos político-
electorales de las mujeres indígenas y se garantiza su par-
ticipación en la toma de decisiones comunitarias sin res-
tricción alguna. Empero, es de destacarse que aún resta que 
la legislación nacional garantice los mismos derechos a las 
mujeres afromexicanas. 

Si bien el artículo 2 dispone que existen «comunidades 
equiparables», esto además de ser un precepto ambiguo, no 
es útil para visibilizar y asegurar el acceso de las afromexi-
canas a sus derechos como ciudadanas, situación que obs-
taculiza el ejercicio de sus derechos políticos electorales.

Las entidades federativas que han establecido la violen-
cia política por razón de género como un tipo de violen-
cia, en las leyes de acceso a una vida libre de violencia, son 
Campeche,2  Jalisco3  y Oaxaca.4 

prácticas comunitarias podrán limitar los derechos político-electorales 
de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades municipales.

2. 	 Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado 
de Campeche, artículo 5: «(…) VI. Violencia Política. Es cualquier acto 
u omisión que limite, niegue, obstaculice, lesione, dañe la integridad y 
libertad de las mujeres a ejercer en plenitud sus derechos políticos».

3.	 Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de 
Jalisco, artículo 10: «(…) VII. Violencia Política de Género, las acciones 
o conductas, que causen un daño físico, psicológico, económico, moral 
o sexual en contra de una mujer o varias mujeres o de sus familias, que 
en el ejercicio de sus derechos políticos-electorales ya sea como aspi-
rantes, pre-candidatas, candidatas, funcionarias electas o designadas o 
en el ejercicio de sus funciones político-públicas tendientes a impedir el 
acceso a los cargos de elección popular o su debido desempeño, inducir 
la toma de decisiones en contra de su voluntad o de la ley».

4.	 Ley Estatal de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de 
Género: artículo 7: «(…) VII. Violencia política. Es cualquier acción u 
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Cabe destacar que Oaxaca contempla esta figura den-
tro de su legislación penal.5 En relación a ello, es necesario 
realizar algunas precisiones, al considerar que esto podría 
marcar una tendencia en el país. 

Ahora bien, es importante tener presente toda clase de 
posturas respecto de una situación tan compleja como lo 
es la violencia de género en el ámbito de la política. Sobre 
el particular, algunos autores cuestionan la pertinencia del 
tratamiento por la vía penal, sin desconocer que, en ocasio-
nes, hechos constitutivos de violencia política por razón de 
género pueden consistir en un delito, como en los casos de 
violencia sexual, lesiones e inclusive la muerte.

Sobre esto, Eugenio Zaffaroni (1992), si bien no se ha 
referido expresamente a este tipo de violencia, difiere del 
abordaje penal de la violencia en contra de la mujer en su 
aspecto más general, al manifestar que considera impro-
bable que el Estado pueda solucionar la discriminación, al 
ser el Estado mismo quien la mantiene vigente, «o que un 
mayor ejercicio del poder discriminante resolverá los pro-
blemas que la discriminación ha creado». 

Del mismo modo Jael Arias y Sebastian Elía han expresado 
que «el derecho penal es un instrumento inadecuado para 
hacer frente a problemas sociales complejos», y añaden:

No creemos que ello deba hacerse recurriendo a la creación 
de nuevos tipos penales o agravantes, sino a través de me-

omisión cometida por una o varias personas o servidores públicos por sí 
o a través de terceros, que causen daño físico, psicológico, económico o 
sexual en contra de una o varias mujeres y/o de su familia, para acotar, 
restringir, suspender o impedir el ejercicio de sus derechos ciudadanos 
y político-electorales o inducirla a tomar decisiones en contra de su vo-
luntad».

5.	 Código penal.
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didas que se constituyan como alternativas a la inflación 
penal que puedan dar al menos algunas respuestas a la si-
tuación que vive la mujer en pleno siglo XXI (2015, p. 30).

En defensa de esta figura se puede argumentar que, dado 
el componente de género de este tipo de violencia, es in-
dispensable atender las particularidades del acto u omisión 
destinado a ocasionar un daño a las mujeres por el hecho 
de ser mujeres. De esta manera, las líneas de investigación 
sobre un acontecimiento violento ocurrido en la escena po-
lítica varían dependiendo de si la víctima es una mujer o un 
hombre ya que, en cuanto al primer supuesto, se debe ana-
lizar si el ilícito fue cometido por razón de género

En consecuencia, las sanciones y medidas de reparación 
deberán responder a este componente, y garantizar que los 
hechos que dieron lugar a la violación de derechos huma-
nos no vuelvan a suceder.

Estas medidas son una respuesta jurídica del Estado para 
preservar los valores en los que se sustenta la democracia, 
garantizar la paridad de género, así como la eliminación 
de toda forma de violencia política contra la mujer; queda 
pendiente estructurar políticas que atiendan la naturaleza 
multifactorial de este suceso mediante acciones multidis-
ciplinarias.

 3. La resignificación social de la mujer como forma 
de eliminación de la violencia y el acoso políticos

La presencia femenina en un terreno donde la figura mas-
culina fue constantemente la protagonista, amenaza el statu 
quo de quienes detentan el poder. Dicha afrenta ha derivado 
en actitudes y prácticas que emiten un mensaje claro de re-
chazo y la determinación de mantener el control político. 
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En la actualidad, a través de los medios masivos de co-
municación y plataformas tecnológicas, es sencillo difundir 
información cuyo contenido afecta y se aleja del enfoque 
de género, derechos humanos y, en ocasiones, es contrario 
al respeto de la diversidad cultural. Estas representaciones 
«perjudican la imagen de las mujeres y en algunos casos 
conllevan a acciones que las dañan y afectan en su integri-
dad física y psicológica» (Cerva Cerna, 2014, p. 5).

La disciplina de la sociología establece que esta es la 
reacción propia del individuo o grupo social que ve amena-
zado algo que estima importante, en este caso, la concen-
tración y conservación de su hegemonía política. 

Desde la sociología, la violencia es la producción de un 
daño hacia una persona con la intención de manifestarle 
«lo que significa para ellos su situación social, consciente o 
inconscientemente» (Arteaga Botello, 2017, p. 12).

La lectura sociológica sobre el origen de la violencia da 
cuenta de lo que se ha dicho en el presente ensayo: las me-
didas que el Estado destine a erradicar la violencia política 
contra la mujer deben considerar en todo momento la na-
turaleza del fenómeno que se pretende socavar; de persistir 
la proyección de imágenes y concepciones de lo femenino 
desde la óptica del androcentrismo y el patriarcado, conti-
nuará la comisión de ilícitos con motivo de género. Al res-
pecto Jennifer Piscopo ha manifestado que «transformar 
los comportamientos sociales, culturales y políticos que 
provocan violencia contra las mujeres en la política sería lo 
ideal, pero toma mucho tiempo» (Lena Krook, Mona y Res-
trepo Sanín, Juliana, 2016, p. 479).

Sobre el particular, la Declaración sobre la Violencia y el 
Acoso Políticos contra las Mujeres sostiene que «el logro de 
la paridad política en democracia, no se agota con la adop-
ción de la cuota o paridad electoral, sino que requiere de un 
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abordaje integral, que asegure (…) que las condiciones en el 
ejercicio están libres de discriminación y violencia contra 
las mujeres en todos los niveles y espacios de la vida políti-
ca» (oea, 2015).

Por lo anterior, es indispensable adoptar medidas con la 
determinación de «resignificar» la imagen de género que 
socialmente se construyó en torno a la mujer, influida por 
los estereotipos y la lógica del binarismo. Igualmente, es 
fundamental que este significado comprenda las diversas 
formas que adopta el género mujer, esto es, indígena, afro-
descendiente, transgénero, homosexual, en situación de 
discapacidad, etcétera. 

Esta resignificación es trascendental en la consolidación 
de la lucha por la erradicación de la desigualdad, discrimi-
nación y violencia, mediante estrategias que a su vez supri-
man la impostura de la visión hegemónica que actualmente 
impera y genera asimetrías en la vida política. 

Otro de los puntos que se contempló analizar es el de 
advertir sobre la necesidad de evitar que el movimiento 
emancipatorio de las mujeres se asocie con determinados 
rasgos como la victimización y la marginación, toda vez 
que ello minimizaría la dimensión e importancia de lo que 
se aspira concretar. Sobre este aspecto, en la doctrina se ha 
establecido que: 

El victimismo puede viciar la democracia toda vez que por 
una parte corporativiza una visión y un sujeto de violencia; 
y, por otra, reduce el debate en el espacio público a una o 
poquísimas expresiones de agresividad (…) en el interés de 
expresar el daño el activismo feminista podría posicionar 
sólo este enfoque, lo cual trae consigo la (in)visibilización 
de otros actores así como de sus situaciones y daños (Pala-
dines, 2013, párr. 17).
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Por otra parte, al estructurar la «identidad política» de las 
mujeres, Rosa Cobo refiere que si bien el feminismo funda-
mentó su identidad en la situación de discriminación que 
inicialmente compartía, tal circunstancia no debe ser en-
tendida «como el enquistamiento en la diferencia o la exal-
tación de una esencia» (2002, p. 41).

Para la autora, al mismo tiempo que el grupo social adop-
ta y afirma una «identidad contingente» para alcanzar el 
reconocimiento de derechos debe «negar ontológicamente 
esa identidad si aspira a la realización de la universalidad»; 
dicho en otras palabras:

Primero hay que dotarse de una identidad política eman-
cipadora orientada al desmantelamiento de la identidad 
asignada por el patriarcado a las mujeres (…) y después, al 
tiempo que se desactiva la identidad impuesta patriarcal-
mente hay que negar aquella otra identidad política cons-
truida para combatir las jerarquías patriarcales (p. 41).

No cabe duda que la propuesta de la citada autora es un tan-
to paradójica; sin embargo, su conclusión es acertada ya que al 
ontologizar6 la identidad de género se naturaliza «la identidad 
de un grupo social», lo que aleja a los integrantes «de la con-
quista de la individualidad y los devuelve otra vez al terreno de 
la naturalidad social de la que se quiere despegar» (p. 42).

Al respecto, la arqueología de género7 asegura que no es 
recomendable afirmar «que la misma realidad es intrínseca-
mente injusta con las mujeres» (Castillo Bernal, 2011, p. 25).

6.	 Ontologizar es un ejercicio internalista, en el que la realidad depende de 
la percepción de cada sujeto y no de la propia realidad.

7.	 «La arqueología de género se aboca al estudio de los roles de género de 
las sociedades pretéritas, con la intención de conocer las causas e ini-
cio de las desigualdades de género». Castillo Bernal, Stephen. «No a las 
“etiquetas teóricas”. La inserción de los estudios de género en la prácti-
ca arqueológica», en Género y sexualidad en el México antiguo. Centro de 
Estudios de Antropología de la Mujer. 2011. p. 18.
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En suma, es aconsejable evitar fijar la identidad del gru-
po social que aspira a la vindicación de la mujer en la polí-
tica, como víctimas, sometidas y oprimidas; ontologizar la 
identidad de este grupo con estos elementos equivaldría a 
etiquetarlo nuevamente, al igual que a sus integrantes.

Conclusiones 

La transición hacia una democracia paritaria precisa de res-
ponder algunos cuestionamientos y reflexionar sobre las 
políticas y el marco jurídico vigente dirigido a solventar este 
problema social. ¿Qué tanto los partidos políticos cumplen 
con estas medidas por mero trámite? ¿Qué tanto el cum-
plimiento de las acciones afirmativas ha logrado un avance 
más allá de asegurar la ocupación de escaños? ¿Es necesario 
transformar el pensamiento colectivo sobre la mujer como 
ente público? ¿En qué medida la legislación electoral que 
protege el derecho de las mujeres a una vida libre de vio-
lencia política prevé o asegura el acceso de una mujer trans-
género o indígena?

La eliminación de la violencia política contra las mujeres 
es fundamental para la consolidación de la democracia. Esta 
tarea implica que tanto los partidos políticos, integrantes de 
los órganos de representación, como las mujeres mismas, 
comprendan las diferentes formas de hacer violencia. Por 
ejemplo, cuando se les designa la realización de tareas este-
reotipadas o cuando solo es utilizada en razón de su género 
para proyectar una imagen de inclusión e igualdad, mien-
tras que en la práctica no les es posible ejercer plenamente 
su capacidad de decidir,8 al ser solo piezas clave de los par-
tidos políticos para permanecer en el poder. 

8.	 Sobre este tema en particular, un estudio que data de 2008, para el cual se 
entrevistaron a 102 legisladoras, constató que las mujeres «que alcanzan 
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En la medida que esto continúe, este problema persistirá 
no solo en el contexto de la política, sino en los distintos 
espacios de socialización.

Para solucionarlo se han propuesto diversas medidas; 
enseguida se plasmarán algunas de ellas, junto con algunas 
sugerencias:

•	 Promover un cambio de paradigma mediante la 
concientización de los actores políticos, al ser estos 
los miembros de los partidos, integrantes de cargos 
de representación, personal que labora en el ser-
vicio público, mujeres que desarrollan su labor en 
este escenario, entre otros; de las dimensiones de 
la violencia y sus consecuencias, tanto para las víc-
timas como para la democracia. Se requiere de una 
estrategia que asegure la colaboración interinstitu-
cional e interseccional, y la participación de diver-
sos actores tanto estatales, como organizaciones de 
la sociedad civil. 

•	 Aunado a ello, para resignificar socialmente la ima-
gen de la mujer, las campañas de promoción, talle-
res, cursos de capacitación, seminarios y toda clase 
de actividades académicas que con motivo de este 
tema se impartan en escuelas, dependencias públi-
cas, etc., deben visibilizar a la mujer en su diversi-
dad, es decir, profundizar sobre las identidades que 
puede adoptar el género mujer. 

•	 Estructurar una estrategia que involucre a los medios 
de comunicación para que ejerzan su profesión con 

puestos de representación en la mayoría de los casos pertenecen a 
grupos o corrientes importantes en su partido. Las postulan no tanto por 
sus cualidades, sino para cumplir la cuota o porque consideran que serán 
leales al grupo que las propuso».
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perspectiva de género. En atención a lo dispuesto en 
la Declaración sobre Violencia y Acoso Políticos del 
mesecvi, es necesario: 

Promover la realización de talleres de capaci-
tación de los/las profesionales de los medios de 
comunicación y las redes sociales en el tema de 
la discriminación contra las mujeres políticas en 
los medios de comunicación y la violencia y el 
acoso políticos desde un enfoque de derechos 
humanos [...] Alentar a los medios, empresas 
publicitarias y redes sociales a que elaboren y/o 
incluyan en los códigos de ética el tema de la 
discriminación contra las mujeres en los medios 
y la violencia y el acoso políticos que se ejerce 
contra ellas, subrayando la necesidad de pre-
sentar a las mujeres de forma justa, respetuosa, 
amplia y variada, en todos los niveles jerárquicos 
y de responsabilidad, eliminando los estereoti-
pos sexistas, descalificadores e invisibilizadores 
(oea, 2015).

•	 Cuestionar la respuesta del Estado, es decir, anali-
zar las medidas que con motivo de esta problemáti-
ca instituya, y evitar con ello la implementación de 
mecanismos ineficaces o que solo atienden parcial-
mente el conflicto, lo que podría ser contraprodu-
cente para erradicar la violencia de género.

•	 Para los actores sociales se propone constituir una 
«identidad de resistencia» (Cobo, 2002, pp. 42-43), 
esto es, construir una imagen acorde con el sentido de 
la lucha feminista, lo que sería por un lado, consolidar 
su propuesta política y, por otro, debilitar la imagen 
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heterodesignada de la mujer; esto con la finalidad de 
conseguir la transición hacia una democracia sólida, 
fundamentada en la igualdad y la cultura de respeto, 
en el que las mujeres en su diversidad, dispongan de 
los medios para ejercer con libertad y autonomía sus 
derechos político electorales.

El abordaje multidisciplinario e integral de la violencia polí-
tica contra la mujer es la vía para erradicar las concepciones 
y prácticas que afectan a las mujeres mexicanas. Es indis-
pensable que los actores sociales tengan el conocimiento y 
la sensibilidad para atender situaciones en las que concu-
rran las categorías de género, etnia y raza, con la convicción 
de que la transición hacia una democracia plena, es posible 
en la medida que tanto agentes estatales como la sociedad, 
aprendamos a convivir, comprender y tolerar en su diversi-
dad a quienes la integran.

Resignificar a la mujer es empoderarla no solo a ella, sino 
proyectar una identidad diferente a la que por años sostuvo 
la visión hegemónica; es desalentar la comisión de hechos 
violentos y discriminatorios en contra de la mujer, no úni-
camente por su segregación y subordinación histórica, sino 
porque como ciudadanos comprendemos que cualquier 
conducta lesiva en contra de la mujer es incompatible en un 
Estado de derecho, sustentado en una democracia sólida, 
paritaria, incluyente y de género.
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NUEVAS VÍAS DE DEMOCRATIZACIÓN
EN AMÉRICA LATINA

Héctor Manuel Gutiérrez Magaña

Desde que el Partido de los Trabajadores implementó el pre-
supuesto participativo en Porto Alegre, América Latina ha 
sido un fecundo campo de experimentación en materia de 
participación ciudadana. Desde los años noventa, el crisol 
de prácticas cívicas en los gobiernos se ha extendido por 
casi toda la región, encontrando desde comités de vigilan-
cia ciudadana, agrupaciones de usuarios de servicios pú-
blicos y consejos de evaluación de políticas públicas, hasta 
cabildos abiertos.

El hecho de que muchos de estos dispositivos de go-
bierno tengan su espacio de experimentación en América 
Latina tiene que ver con la historia de la democracia en la 
región. El conjunto de mecanismos de participación ciu-
dadana, que también son denominados como institucio-
nes participativas, surge frente a accidentados episodios de 
consolidación democrática, donde los representantes polí-
ticos se muestran lejanos y los ciudadanos reclaman tener 
mayor protagonismo en la construcción de lo público.

MENCIÓN HONORÍFICA
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En estas líneas se argumenta que las instituciones parti-
cipativas representan nuevas vías a la democratización, es-
pecialmente en contextos caracterizados por una dilatada 
brecha entre ciudadanos y representantes, y un problemá-
tico papel de los partidos políticos como sujetos de la cons-
trucción democrática. Esto no significa que la participación 
ciudadana se oponga de forma virtuosa al mundo negativo 
de los partidos, sino que la inserción de los ciudadanos de 
manera directa en los procesos del sistema político puede 
servir como un antídoto a los déficits que tienen origen en 
el debilitamiento de la relación de los ciudadanos con las 
instituciones representativas.

En un nivel normativo, las instituciones participativas 
facilitan procesos de democratización al promover meca-
nismos legalmente instituidos para ampliar la receptividad 
de los gobiernos, y para dotar a los ciudadanos de mayores 
oportunidades para influir en los procesos de deliberación y 
toma de decisiones (apsa, 2012; Fung y Olin Wright, 2003; 
Fischer, 2012; Selee y Peruzzotti, 2009). Sin embargo, las 
instituciones de participación también pueden producir 
nuevas formas de clientelismo político o pueden contribuir 
a reforzar el poder de los agentes estatales en detrimento 
del empoderamiento de los ciudadanos (Cameron, Hersh-
berg y Sharpe, 2012; Selee y Peruzzotti, 2009).

¿De qué depende el despliegue de la potencia demo-
crática de las instituciones participativas? Las experiencias 
de participación ciudadana que se analizan en este ensayo 
tienen un hilo en común: abren nuevos espacios de inte-
racción entre ciudadanos y agentes estatales, lo que a veces 
de forma virtuosa, y otras de forma problemática, amplía 
el debate público, transparenta el ejercicio del gobierno y 
permite a los ciudadanos de a pie ejercer influencia y con-
trol sobre los asuntos colectivos.
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En las siguientes líneas se revisan algunas de las conse-
cuencias que han tenido los mecanismos de participación 
ciudadana en distintos escenarios de América Latina.

En la primera parte se revisa la importancia de la parti-
cipación política para la democracia, al subrayar cómo es 
que las instituciones de involucramiento ciudadano en los 
procesos de gobierno modifican la forma en que tradicio-
nalmente se entiende la participación. Posteriormente, se 
realiza un recorrido por algunas experiencias de este tipo en 
la región, con énfasis en los efectos que estas han produci-
do en relación con el contexto político en donde operan, y 
especialmente en la importancia que tienen las institucio-
nes como reglas, para lo cual se describen un conjunto de 
experiencias en materia de reforma estatal. Por último, se 
desarrolla una justificación teórica de por qué la presencia 
de estas nuevas instituciones representa una nueva vía a la 
democratización en los regímenes políticos.

La participación en democracia:
formación y control de gobiernos

En las democracias modernas, la participación política 
como manifestación de la voluntad popular tiene la función 
de formar gobiernos y de controlar a las autoridades esta-
tales, lo que incluye tanto a los representantes populares 
como a los funcionarios públicos no electos. Los derechos 
civiles y políticos básicos que definen a una democracia no 
solo sirven para seleccionar autoridades, sino que permi-
ten a los ciudadanos ejercer control sobre la forma en que se 
manejan los asuntos públicos.

Pierre Rosanvallon, en La contrademocracia (2007), 
describe cómo la necesidad de control ha acompañado la 
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historia de las relaciones entre Estado y ciudadanos en 
la modernidad de este sistema político. Si bien el voto, 
la división de poderes y el federalismo han sido piedra 
angular para institucionalizar la desconfianza en la 
acumulación de poder y prevenir las desviaciones a la 
tiranía (Melo, 2011), las energías sociales para velar por el 
buen funcionamiento del gobierno siempre han derivado 
en otras formas de ejercicio de control, principalmente 
a través de foros públicos de vigilancia como la prensa 
(Rosanvallon, 2007).

Las elecciones libres, competitivas y periódicas fungen 
como un medio de observación sobre los representantes po-
líticos, pues el acto de votar permite a los ciudadanos ejer-
cer mecanismos de responsabilización sobre los agentes es-
tatales: ratifica el mandato de un actor (ya sea un candidato 
o un partido) como aprobación por su buen desempeño, o 
lo anula como un castigo. De manera indirecta, las eleccio-
nes libres, periódicas y competitivas permiten que en una 
sociedad plural los distintos intereses estén representados 
en los poderes ejecutivo y legislativo, donde la presencia de 
fuerzas políticas de distinto signo facilitaría el desarrollo de 
relaciones de control y consenso. La lógica detrás de este 
sistema de pesos y contrapesos es que si en un mismo es-
pacio conviven fuerzas opositoras, la ambición de ambas las 
hará vigilarse mutuamente y producirán el control como un 
bien público (Gargarella, 2003).

Sin embargo, el optimismo de estas relaciones de control se 
ha visto superado por la dificultad que tienen los ciudadanos 
durante las elecciones para realizar juicios a futuro (cuál es 
la mejor opción para votar), y por el poco sentido que tiene 
castigar a un funcionario cuando ya terminó su mandato. 
Estos problemas se ven agravados en sistemas políticos donde 
hay partidos poco institucionalizados y Estados de derecho 
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débiles, donde no se asegura la competencia electoral y 
donde la libertad del voto está restringida por profundas 
desigualdades sociales. En lo que respecta a los pesos y 
contrapesos estatales, la ambición de los actores políticos 
ha derivado en acciones corruptas como la cooperación 
para obtener bienes privados o el bloqueo entre poderes, 
que causa crisis políticas.

Uno de los orígenes de estos problemas es que los re-
presentantes políticos, como actores encargados de hacer 
funcionar el sistema de gobierno, mantienen altos grados 
de autonomía en sus funciones. Esto se relaciona con un 
modelo de participación política que mantiene a los ciuda-
danos distantes de los asuntos públicos, ya que entre una 
elección y otra la toma de decisiones está delegada en los 
representantes populares, por lo que los ciudadanos cuen-
tan con pocos instrumentos para influir en estos procesos. 
Hay una brecha entre los votantes y representantes que no 
solo tiene que ver con la cultura o la voluntad de los actores, 
sino que está condicionada por el propio diseño de las ins-
tituciones políticas.

Peter Mair retoma la caracterización de este modelo 
como el gobierno de partidos, en el cual al poder ejecutivo 
se accede mediante una competencia entre partidos políti-
cos que ofrecen alternativas políticas claras, en un sistema 
donde los líderes son reclutados por los partidos, donde la 
política pública está determinada por los partidos que os-
tentan el Ejecutivo, y en donde este poder rinde cuenta a 
través de los partidos (Mair, 2013, pp. 78-79).

Si las políticas formuladas por los gobiernos y su control 
dependen en gran medida de los partidos ¿con qué medios 
cuentan los ciudadanos para actuar sobre lo público cuando 
la acción de los representantes políticos es deficitaria? Esto 
resulta altamente problemático, sobre todo en contextos 
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como el latinoamericano, donde históricamente los sistemas 
de partidos plurales son débiles y los líderes tienden a ver 
como obstáculo y amenaza a la oposición y cualquier agen-
cia de control. A la par, la insatisfacción de los ciudadanos 
con los partidos no es menor. En promedio, en América La-
tina se han registrado niveles de confianza en ellos de hasta 
13%, e históricamente no superan 31%.1

Albert O. Hirschman (1970) ilustró este problema con 
una idea que ha sido de gran influencia en los debates sobre 
participación política: los ciudadanos no están necesaria-
mente atrapados en la disyuntiva de mantenerse leales al 
sistema votando o salirse de él mediante la abstención, sino 
que pueden optar por el ejercicio de la voz. En este marco, 
la participación política no solo tiene que ver con la com-
petencia entre élites para obtener la autorización de gober-
nar, sino con diversas prácticas de los ciudadanos que están 
orientadas a incidir sobre el funcionamiento de lo público. 

Efectivamente el ejercicio de la voz ha sido una vía re-
currente por la que los ciudadanos manifiestan sus deman-
das y canalizan sus energías de participar en la construcción 
y control de lo público. En el Informe Ciudadanía Política 
2014, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
presenta una radiografía del ejercicio de la voz ciudadana en 
América Latina a través de lo que denomina Acción Colecti-
va Directa (acd): la protesta, los boicots, la participación en 
campañas de ong o la firma de peticiones se han incremen-
tado durante los últimos años, y esto puede ser interpretado 
como una respuesta de la población ante la incapacidad de 
las instituciones representativas para recoger sus demandas 
y expectativas sobre la democracia (pnud, 2014).

1.	 Datos obtenidos de Latinobarómetro, en http://www.latinobarometro.
org/lat.jsp
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La proliferación de estas actividades por lo regular es 
interpretada como un síntoma de distanciamiento de los 
ciudadanos respecto a las instituciones democráticas, pero 
resulta más pertinente y productivo entenderlas como nue-
vas formas de acción pública. Guillermo O’Donnell (2007) 
sugería que estas actividades estaban destinadas a conec-
tarse con el sistema de pesos y contrapesos del Estado. Esto 
resulta lógico, pues si las demandas sociales empujadas a 
través de movilizaciones, campañas mediáticas u otras 
formas de presión están orientadas a denunciar actos de 
corrupción o insertar problemas en la agenda política, su 
destino natural es llegar a las instancias estatales donde se 
procesan estas demandas. 

Pero el acoplamiento entre sociedad civil y Estado no ha 
dejado de ser conflictivo bajo el esquema que entiende, por 
un lado, a la democracia como representación por autori-
zación electoral (el sufragio); mientras que, por otro, inter-
preta la participación ciudadana como movilización social 
por fuera de los canales establecidos (Isunza y Gurza, 2010). 
Esto es justamente lo que dichos mecanismos transforman, 
pues desbordan el ámbito de la participación en el modelo 
de partidos, y ponen de relieve lo porosas que son las fron-
teras entre Estado y ciudadanos, al dar cuenta de espacios 
de interacción donde el Estado se transfigura y la sociedad 
civil se inserta parcialmente.

Al operar mediante un conjunto de normas y procedi-
mientos establecidos para la constitución de gobiernos más 
receptivos, la sociedad civil ya no solo depende del ejercicio 
de la voz en canales extrainstitucionales y de la mediación 
de actores como los partidos. En esto radica una de las con-
secuencias más importantes de las nuevas instituciones de 
participación ciudadana: ahora pueden ser leídas a la luz 
de la noción de la institucionalización de la voz ciudadana 
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(Cameron, Hershber y Sharpe, 2011, p. 13), donde la demo-
cracia ya no solo se trata de controlar representantes me-
diante el voto o la presión extrainstitucional, sino también 
en otros campos de interacción. 

En un escenario ideal de una democracia participativa, 
los ciudadanos no tendrían que esperar entre una elección 
y otra para ejercer su derecho a responsabilizar represen-
tantes o funcionarios públicos, ni depender exclusivamen-
te de los partidos políticos como mediadores que permiten 
insertar demandas y activar procesos de rendición de cuen-
tas. Sin embargo, más que evaluar las virtudes de los meca-
nismos de participación a partir de dicha visión, conviene 
revisar más de 20 años de experiencias participativas que, 
en conjunto y desde diversos contextos, brindan una útil 
fuente de datos que permiten calibrar las promesas de de-
mocracia de las nuevas instituciones.

El periplo de los mecanismos
de participación ciudadana

La concepción de una sociedad civil virtuosa frente a un 
mundo perverso de las instituciones estatales responde a la 
historia de los regímenes totalitarios en la región. Durante 
los años setenta, la sociedad civil se convirtió en un dique 
de organización y defensa frente a gobiernos autoritarios; 
así se configuró la idea de lo civil como un clivaje positi-
vo frente a los dispositivos de represión del mundo político 
(Lechner, 1996). Este imaginario dejó su impronta, y du-
rante los procesos de re-democratización y pluralización de 
la competencia política de los años ochenta y noventa, la 
sociedad civil adquirió un estatus de actor con capacidad 
para democratizar el espacio público, activar mecanismos 
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de rendición de cuentas, transferir conocimientos que me-
joran la gestión gubernamental y construir proyectos po-
líticos incluyentes. Detrás de esta idea de la sociedad civil 
hay un conjunto de críticas hacia Estados capturados por 
élites, a prácticas corporativas de gobierno y a la pesada 
carga de estructuras burocráticas abultadas (Avritzer, 2002; 
Dagnino, Olvera y Panfichi, 2006; Ramírez, 2009). 

Las primeras experiencias de participación ciudadana 
en el ámbito gubernamental vinieron de la mano de fuerzas 
políticas de izquierda en gobiernos locales. El presupuesto 
participativo de Porto Alegre, impulsado por el Partido de 
los Trabajadores en Brasil, es el caso hito que se logró colar 
a las prácticas recomendadas por el Banco Mundial. A estas 
experiencias pueden sumarse los presupuestos participa-
tivos en Montevideo y Caracas, las asambleas de gobierno 
en municipios gobernados por el movimiento indígena en 
Ecuador o la puesta en marcha de comités de planeación y 
ejecución de políticas urbanas en el gobierno del prd en la 
capital de México (Olvera, 2009; Ramírez, 2009; Goldfrank, 
2006). 

Estas tempranas experiencias son relevantes en térmi-
nos de democratización por dos razones. En primer lugar, 
porque dan cuenta de un giro en los valores de las izquier-
das, que pasaron del ámbito de la movilización social al sis-
tema electoral; y segundo, porque expresan avances en la 
construcción del pluralismo en los poderes estatales. Así, 
la implementación de mecanismos de participación ciuda-
dana responde tanto a idearios de inclusión social como a 
una estrategia para fortalecer fuerzas políticas locales, en 
un intento por ganar autonomía frente los detentadores del 
poder nacional.

Estas experiencias también se caracterizaron por una frágil 
institucionalización, sobre todo porque el funcionamiento de 
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los nuevos dispositivos de gobierno dependía de la voluntad 
de los actores políticos que las impulsaban. En la Ciudad de 
México, la implementación de las nuevas iniciativas de go-
bernabilidad encontró resistencia en los cuadros burocráticos 
herederos del anterior partido político, y también en las mis-
mas bases urbanas del prd, que encontraban en las políticas 
universales una amenaza a las prácticas que sostenían sus be-
neficios y el control de sus bases (Olvera, 2009).

La Asamblea de Unidad Cantonal del municipio de Cota-
cachi, en Ecuador, fue una experiencia donde se registraron 
importantes avances en materia de inclusión social y em-
poderamiento de jóvenes, mujeres e indígenas, pero soste-
nida en una elevada legitimidad y poder del presidente mu-
nicipal que ocasionaba conflictos con el poder legislativo 
(Ortiz, 2003). Cuando las condiciones políticas cambiaron, 
el proceso entró en crisis y los niveles de participación en la 
asamblea bajaron.

En Porto Alegre la trayectoria fue distinta, pues en la lo-
calidad brasileña existían organizaciones comunitarias con 
una trayectoria organizativa que las dotaba de autonomía y 
fuerza frente a partidos políticos débilmente instituciona-
lizados. Estas condiciones permitieron que los ciudadanos 
tuvieran mayor protagonismo en la elaboración de las reglas 
que sostendrían el proceso del presupuesto participativo, y 
lo fueran nutriendo con el tiempo hasta lograr grandes ni-
veles de estabilidad.

Las diferencias en estas experiencias tienen que ver con 
características propias de los contextos en donde los dis-
positivos están destinados a operar. En situaciones ideales, 
si existe una voluntad democratizadora de las autoridades 
políticas y una sociedad civil con organizaciones intere-
sadas en cooperar con las autoridades, los saldos de las ex-
periencias participativas serán altamente exitosos, pues se 
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transparentan canales de comunicación y toma de deci-
siones, se cortocircuitan redes clientelares y se mejoran los 
valores y habilidades democráticos, tanto de los ciudada-
nos como de los agentes estatales (Selee y Peruzzotti, 2009).

Estas consecuencias virtuosas fueron capturadas por 
Andrew Selee (2009) en dos municipios de México que du-
rante un periodo implementaron dispositivos de participa-
ción ciudadana. En estos gobiernos locales en manos de una 
temprana alternancia política, dichos mecanismos permi-
tieron transparentar procesos de toma de decisiones, y ayu-
daron a cortocircuitar las estructuras clientelares en las que 
se había sostenido el partido dominante. Sin embargo, esta 
situación se sostuvo mientras las autoridades estuvieron in-
teresadas en hacer funcionar las instancias participativas. 

En el caso de Tijuana, los comités de planeación tuvie-
ron una acogida positiva por parte de la ciudadanía, pero 
cuando hubo rotación del gobierno el interés de las auto-
ridades por impulsar los mecanismos fue débil y el proce-
so se desvaneció. En el municipio de Nezahualcóyotl, una 
coalición encabezada por el prd implementó consejos de 
participación ciudadana que empezaron a abrir espacios 
de deliberación, alternativos al consejo municipal, lo que 
despertó la alarma de los partidos políticos y motivó a sus 
dirigentes para negociar la ocupación de esos espacios para 
sus bases, lo cual causó un detrimento de la representación 
popular. 

Una de las conclusiones de Selee es que el principal obs-
táculo para el funcionamiento de los mecanismos de parti-
cipación ciudadana es la fuerza de la «partidocracia», un 
fenómeno donde los organismos políticos ejercen un mo-
nopolio de poder que no los incentiva a competir sino a co-
laborar por mantener su situación como actores con gran 
poder sobre lo público.
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Sin embargo, la voluntad de las autoridades y los parti-
dos no lo es todo, pues una de las cosas más valiosas de los 
dispositivos de participación es que permiten que la socie-
dad civil pueda operar como una fuerza con capacidad de 
romper con el monopolio sobre el manejo de lo público, e 
incluso, en contextos donde la institucionalización de los 
partidos es débil, estos mecanismos pueden operar como 
ductos que facilitan la renovación de liderazgos políticos. 
Y es que, al momento de operar, los mecanismos de par-
ticipación interaccionan con un conjunto de factores que 
vuelven indecible su conclusión, ya que abren un nuevo 
campo de relaciones de los ciudadanos con lo público, y las 
consecuencias de esto no dependen exclusivamente de la 
orientación ideológica de las experiencias, de su contexto 
institucional o de la voluntad de los actores.

Probablemente uno de los ejemplos más ilustrativos de 
esto es el caso de las reformas políticas en Bolivia durante 
los años noventa. Entre 1994 y el año 2000, en el país andino 
se implementó un conjunto de leyes de descentralización, 
autonomía municipal y participación política. Entre ellas 
se habilitó el voto para los gobiernos locales, se permitió la 
competencia electoral por candidaturas independientes y se 
incrementaron las funciones y los recursos a los gobiernos 
municipales. Estas reformas se aplicaron como parte de la 
agenda de descentralización estatal y liberalización econó-
mica, por lo que inicialmente fueron criticadas por sectores 
de izquierda por su carácter privatizador y excluyente. 

Paradójicamente, su funcionamiento facilitó procesos 
políticos donde se forjó una nueva clase de líderes políti-
cos a nivel local, con una impronta indígena y campesina 
(Laserna, 2009; Altman y Lalander, 2003). Roberto Laser-
na sugiere (2009) que los procesos políticos relacionados 
con estas reformas, sumados a un sistema político débil y
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fragmentado, fueron la antesala del ciclo de movilizaciones 
en los que emergió la coalición que llevó a Evo Morales al 
poder.

Pero en todos estos casos al menos se encuentra una so-
ciedad civil activa o interesada en participar de los meca-
nismos dispuestos por los gobiernos. ¿Qué pasa cuando no 
hay interés de los ciudadanos, ni real voluntad de las auto-
ridades estatales? Enrique Peruzzoti estudia este escenario 
como un ideal negativo, en donde la implementación de los 
dispositivos tiene altas posibilidades de fracaso, como su-
cedió con el presupuesto participativo en Buenos Aires, el 
cual, impulsado como una estrategia de supervivencia po-
lítica en medio de la crisis de representación de 2001, no 
motivó el interés de la ciudadanía (Peruzzotti, 2009).

Sin embargo, resulta difícil encontrar un escenario real 
en donde no existan ciudadanos interesados en usar ins-
trumentos para hacer escuchar su voz o controlar los actos 
de los gobernantes. Incluso el presupuesto participativo de 
Buenos Aires, puesto en operación en medio de un clima 
antipolítico, ha sido calificado como un «éxito de presen-
cia» durante el tiempo que inició su implementación (Sch-
neider, 2007, p. 49).

Y es que si se trata de evaluar la ampliación de espacios 
de interlocución de la sociedad con el Estado, resulta difí-
cil hablar de fracaso de las instituciones participativas, pues 
aunque el auge de los mecanismos de participación sea mo-
mentáneo, esto modifica las relaciones de poder y genera 
un campo de aprendizajes y nuevos patrones de interacción 
política. Lo que pasa en muchas ocasiones no es que los me-
canismos participativos fracasen, sino que reducen su inten-
ción inicial. Lo importante de esto es que cuando se incrustan 
como instituciones, los espacios de participación están dis-
ponibles para ser disputados por los ciudadanos interesados.
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¿Una nueva agenda de reformas?

Durante 2011, la iniciativa del Open Goverment Partnership, 
o Alianza para el Gobierno Abierto (aga), fue presentada a 
nivel global, impulsada por una coalición de países y orga-
nismos como el Banco Mundial y la onu, la cual promue-
ve la adopción de líneas de acción en los países adherentes 
para orientar la actividad gubernamental por principios de 
transparencia, rendición de cuentas, participación y cola-
boración en los procesos de gestión pública. Estas acciones 
son promovidas desde espacios de diálogo donde participan 
gobierno y representantes de la sociedad civil.

Durante la cumbre mundial de la aga celebrada en el 
2015 en México, una centena de organizaciones nacionales 
e internacionales advirtieron que los avances de la inicia-
tiva en el país anfitrión eran frágiles e inconsistentes, de-
nunciando que «el gobierno parece circunscribirse a ejer-
cicios muy puntuales que no abonan al fortalecimiento de 
la democracia» (Roldán, 2015). En 2017 un conjunto de or-
ganizaciones civiles abandonó la alianza en este país, de-
nunciando la actuación de distintas dependencias para mo-
dificar unilateralmente los compromisos y líneas de acción 
acordadas por ambas partes.

En este cuadro, el papel de las instituciones como regla 
es casi determinante. Más de dos décadas después de que en 
América Latina se iniciaron los experimentos de gobierno 
cívico, aún se siguen promoviendo dispositivos altamente 
dependientes de la voluntad de las autoridades estatales y, 
al mismo tiempo, la selectividad de los espacios de diálogo 
impide que los espacios de influencia puedan ser utilizados 
por amplias capas de la sociedad. En esto radica la gran di-
ferencia entre pensar la participación como una concesión 
política o como un derecho.
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Las instituciones resultan de extrema importancia para 
el funcionamiento de la participación ciudadana, pues 
cuando los mecanismos participativos están destinados a 
operar sobre niveles cotidianos del gobierno como los ser-
vicios públicos resulta necesario que las unidades de go-
bierno local cuenten con autoridad y recursos para resolver 
los problemas (Fung y Olin Wright, 2003). No es casual que, 
en la gran mayoría de los casos analizados por la literatu-
ra, los dispositivos participativos operan junto a procesos 
de descentralización o en un sistema político ya descentra-
lizado (Goldfrank, 2006; Selee y Peruzzotti, 2009; Welp y 
Whitehead, 2011). 

El caso chileno ilustra este problema, pues a pesar de ser 
una de las democracias más estables de la región, los ciu-
dadanos poco se involucran en los asuntos públicos si no 
es a través de las elecciones (pnud, 2014b). En este país si 
bien existen los plebiscitos como mecanismos de democra-
cia directa a nivel local, estos son escasamente utilizados, 
pues dependen de la voluntad de las autoridades estatales 
para convocarlos y, como tienen una regulación tan débil, 
su presencia en las distintas localidades es tan variada como 
ineficiente (Altman, Agüero y Salas, 2014). 

En México se registra una situación parecida. En un con-
texto político donde se han generado fenómenos de autori-
tarismo local debido a la descentralización y el pluralismo, 
las experiencias de gobierno participativo han sido más bien 
accidentadas como muestra Selee, lo que pudiera deberse 
en gran medida a la ausencia de marcos normativos a nivel 
nacional que aseguren la calidad y la homogeneización de 
dispositivos de participación en los Estados (Olvera, 2009).

Y es que el Estado importa. Paradójicamente, en con-
textos federales o descentralizados, las instituciones nacio-
nales pueden romper los efectos negativos de la presencia 
de partidos con redes clientelistas fuertemente arraigadas 
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en territorio local. Las instituciones políticas centrales o 
nacionales operan en dos sentidos. Por un lado, pueden 
otorgar mayores facultades y recursos a las localidades para 
que implementen mecanismos de participación; por otro, 
tienen la capacidad de limitar las posibilidades de las élites 
para consolidar redes clientelares. 

Por ello, más que gobierno abierto como una iniciativa 
producto de la voluntad de las partes, conviene mirar los 
dispositivos de participación ciudadana como una forma 
de Estado abierto (Oszlak, 2013). Bajo el mismo trayecto de 
experimentos de participación política puntuales es posible 
seguir un conjunto de reformas estatales orientadas a regu-
lar mecanismos de participación, como parte de la manera 
en que se constituyen las relaciones entre Estado y ciudada-
nos. Hasta el momento, Colombia, Perú, Nicaragua, Vene-
zuela, Ecuador, Bolivia y República Dominicana son países 
que han aprobado leyes nacionales que instituyen sistemas 
de participación en la composición de sus Estados.

El caso de Colombia es uno de los más tempranos en la 
materia. Frente a una crisis de legitimidad política y una 
demanda ciudadana de mayor protagonismo, en 1991 se 
promulgó una constitución pionera en la configuración de un 
Estado abierto. En el nuevo orden colombiano se insertaron 
instituciones de democracia directa como la revocatoria de 
mandato, la iniciativa popular legislativa, el referendo, el 
plebiscito, la consulta popular y el cabildo abierto. También 
se pueden encontrar 12 mecanismos de participación 
ciudadana y control social que atraviesan todos los niveles 
de gobierno. A pesar de que no existe una utilización masiva 
de estos mecanismos y su recurso mayoritariamente es 
de individuos de clases medias y altas, su presencia ha 
facilitado la emergencia de nuevos actores que renuevan las 
estructuras de liderazgo político en el nivel local (Velásquez 
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y González, 2003), lo que posiblemente esté relacionado con 
las experiencias de innovación gubernamental en lugares 
como Medellín.

En Ecuador, la Constitución Política de 2008 sentó los 
principios para crear un sistema de participación que cruza 
tanto al gobierno nacional como a los gobiernos locales. En 
este país los municipios están obligados a implementar ca-
bildos abiertos, la silla vacía y consejos de planeación. Por 
su parte, todas las autoridades estatales y quienes manejen 
recursos públicos están sujetos a mecanismos de rendición 
de cuentas, vigilancia y denuncia que pueden ser activa-
dos legalmente por los ciudadanos. Desde 2006, Ecuador es 
el único país en América Latina donde la participación en 
reuniones municipales ha tenido un incremento constante, 
según datos de la encuesta lapop.

Si se ubica el inicio de la crisis política venezolana en 
2013, resulta sorprendente que el apoyo a la democracia se 
mantenga en un alto registro de acuerdo a los datos de la-
pop, esto junto a uno de los niveles de participación política 
más elevados a nivel local en todo Latinoamérica durante 
2014 (lapop). Los dispositivos de participación ciudadana 
en Venezuela se anclan en la Constitución de 1999, y estos 
han encontrado un tenso funcionamiento frente al inten-
to oficial por usarlos como bastión de apoyo político, y a 
la defensa de ciudadanos, e incluso de sectores dentro del 
chavismo, por hacerlos funcionar de manera independiente 
(Goldfrank, 2011; McCarthy, 2012).

Conclusiones

La teoría de Robert Dahl ha sido sumamente influyente en 
los estudios de democratización y calidad de la democracia. 
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A partir de una noción ideal, más democracia implica acer-
carse al escenario en donde el gobierno se caracteriza por su 
«continua aptitud para responder a las preferencias de sus 
ciudadanos sin establecer diferencias políticas entre ellos» 
(Dahl, 1989, p. 13). 

Tradicionalmente, el modelo de Dahl ha servido para 
describir qué tanta democracia hay en un sistema político 
en función de cuánta competencia y cuánta participación 
permite. La competencia es el debate público, la facilidad 
que tienen los ciudadanos para disentir y oponerse al go-
bierno; la participación equivale a la capacidad de repre-
sentación, es decir, el umbral de personas facultadas para 
votar y ser votado (Dahl, 1989; Morlino, 2009). 

Las democracias latinoamericanas han avanzado en la 
institución, aunque a veces frágil, del ejercicio de derechos 
civiles que permiten a los ciudadanos expresarse y orga-
nizarse para participar en la construcción de lo público. 
De igual manera se ha consolidado el principio donde un 
ciudadano es igual a un voto, sin distingo de categorías de 
clase, de género o etnia. En este cuadro los pasos hacia la 
democratización parecen completados, pero aún quedan 
muchos déficits para su plena realización.

La institución de dispositivos de participación ciudada-
na representa un nuevo paso en la construcción de vías a 
la democratización. En el mismo esquema de Dahl, dichos 
organismos incrementan las posibilidades de contribución 
a través de derechos distintos al voto, y también dan mayor 
fuerza a la capacidad de disentir y oponerse a los gobiernos, 
aunque dentro de un conjunto de reglas en el seno de las 
competencias del Estado. En este esquema, los ciudadanos 
tienen más derechos y los representantes políticos adquie-
ren más responsabilidades, pues ya no están dotados del 
gran margen de autonomía que les otorga el mandato libre 
de la autorización electoral.
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Esto no quiere decir que desde ya las democracias em-
pezarán a funcionar según los ideales y las demandas de la 
sociedad, ni mucho menos que el conflicto se puede extir-
par de las relaciones por la construcción del espacio común. 
Sin embargo, los términos en los que se realizan todas estas 
relaciones cambian sustancialmente. La brecha entre ciu-
dadanos, representantes y funcionarios se estrecha, y es en 
esta proximidad que pueden surgir nuevas posibilidades de 
acuerdo, mayor receptividad a las demandas e, incluso, ex-
periencias de innovación institucional.

Si las instituciones de participación ciudadana abren 
nuevas vías a la democratización, es bajo una lógica de 
otorgamiento de mayores posibilidades legales a los ciu-
dadanos para ejercer su derecho a la participación política. 
La democracia se profundiza mediante la ampliación de las 
oportunidades que tienen los ciudadanos para ejercer acti-
vidades de control sobre los procesos de gobierno, más allá 
del sistema de partidos y la fórmula un ciudadano igual a un 
voto (Cameron, Hershber y Sharpe, 2012). 

Seguramente la participación ciudadana se convertirá 
en una paulatina agenda de reforma estatal que avance 
en la región. Cada vez es más visible la demanda ciuda-
dana para tener más protagonismo en la construcción de 
lo público, y como lo creía Guillermo O’Donnell, los pro-
blemas de la democracia solo pueden resolverse con más 
democracia. 
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APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
Y NO DISCRIMINACIÓN CON PERSPECTIVA 
DE GÉNERO EN LOS DERECHOS HUMANOS 
PARA ERRADICAR LA VIOLENCIA POLÍTICA 

CONTRA LAS MUJERES EN MÉXICO

Jorge Arturo González Ruiz

—¿Y entonces qué hago? 
—Participas antes y después. Después, si es 

varón, le educarás, formarás su personalidad, 
le crearás un buen Edipo como es debido, te 

someterás sonriendo al parricidio ritual cuan-
do llegue el momento, y sin protestar, y un día 

le mostrarás tu miserable oficina, las fichas, 
las galeradas de la maravillosa historia de los 

metales y le dirás hijo mío algún día todo esto 
será tuyo. 

—¿Y si es niña? 
—Le dirás hija mía algún día todo esto será del 

inútil de tu marido.

Umberto Eco, El péndulo de Foucault 

MENCIÓN HONORÍFICA



128    I   Comisión Estatal Electoral Nuevo León

Introducción

Históricamente la democracia, construida a través del ca-
mino de la igualdad, la no discriminación y la perspectiva 
de género, ha sido un proceso lento y complicado. Ya sea 
por edad, sexo, nacionalidad, color o religión los seres hu-
manos han sido sistemáticamente supeditados a la volun-
tad de minorías, incluso a través del derecho.

Uno de estos grupos son las mujeres, quienes han pade-
cido los estragos de la exclusión, sometimiento y opresión. 
Dentro de sus derechos vulnerados está el derecho a la vida, 
libertad, igualdad, seguridad, entre otros.

La vía para salvaguardar estos derechos es por medio de 
instituciones inclusivas, características de un sistema de-
mocrático. México es un país que comparte esta visión y se 
ha comprometido en la creación e instrumentación de me-
canismos para garantizar estos derechos.

Mencionar la composición y problemática de cada uno 
requiere su particular atención, es por eso que el presen-
te ensayo tiene por objeto mostrar desde el punto de vista 
jurídico la aplicación del principio de igualdad y no discri-
minación con perspectiva de género en los derechos huma-
nos para erradicar la violencia política contra las mujeres en 
México.

En un breve recuento, a través del método dogmático-
formalista (Witker, 1997)1 y por medio de un análisis de 
contenido de los tratados internacionales a los que Méxi-
co está suscrito y las leyes que rigen el Estado mexicano, 
se pretende realizar un estudio de los avances, retrocesos 
y lagunas legislativas a fin de conocer las bases con las que 

1.	 Método que privilegia solo las fuentes jurídicas documentales.



  I    129
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN CON 

PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LOS DERECHOS HUMANOS PARA ERRADICAR LA 
VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN MÉXICO

Mención honorífica / XVIII Certamen de Ensayo Político

se regula el principio de igualdad y no discriminación con 
perspectiva de género.

1. Derechos humanos 
1.1 Sistema internacional de derechos humanos 

Debido a los estragos causados por la Primera y Segunda 
Guerra Mundial fue necesario crear un organismo que tu-
viera como única finalidad mantener la paz. Orientado con 
esta realidad fue indispensable, además, gestionar meca-
nismos e instrumentos jurídicos que también apelaran por 
la protección de los individuos.

La creación de la Organización de las Naciones Unidas 
(onu) respondió a la tarea demandada de mantener la paz 
y, además, dio pie a crear un marco de protección en el cual 
se pueda resguardar a cualquier ser humano sin ninguna 
distinción. El nombre de Naciones Unidas, acuñado por 
el presidente de Estados Unidos Franklin D. Roosevelt fue 
usado por primera vez en la Declaración de Naciones Unidas 
el 1 de enero de 1942, durante la Segunda Guerra Mundial, 
con la representación de 26 naciones comprometidas en la 
lucha contra las fuerzas del Eje (onu, 2008, p. 3).

Es por eso que, para alcanzar esa sociedad justa, libre 
y de paz a la que aspira la onu, a través de la Carta de las 
Naciones Unidas, debemos subrayar tanto el artículo 1 que 
prosigue el camino de los derechos humanos:

Realizar la cooperación internacional en la solución de pro-
blemas internacionales de carácter económico, social, cul-
tural o humanitario, y en el desarrollo y estímulo del respe-
to a los derechos humanos y a las libertades fundamentales 
de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, 
idioma o religión (onu, 1945).
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Como el artículo 5, inciso 3: «El respeto universal a los de-
rechos humanos y a las libertades fundamentales de to-
dos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma 
o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades» 
(Idem).

No obstante, algunos autores, como el doctor en derecho 
Juan de Dios Gutiérrez Baylón esbozan una crítica a la limi-
tación en razón de género del artículo 8, ya que el postulado 
no ha sido objeto de un respeto absoluto si consideramos 
que tras medio siglo de las Naciones Unidas no hemos co-
nocido a una mujer al frente de la Secretaría General de la 
Organización (Baylón, 2007, p. 21).

Aquí podemos hacer una reflexión, en cuanto a que la 
onu fungió para estructurar una serie de mecanismos de 
tutela y garantía de derechos humanos2 para responder a 
una realidad en la que era pertinente promover la unidad 
con una escala internacional. En el presente siglo, se han 
vuelto evidentes rasgos negativos que anteriormente eran 
ignorados como la falta de participación de la mujer en la 
toma de decisiones en este organismo; sin embargo, con-
sidero que se han ampliado poco a poco los alcances para 
erradicar esta situación y que esta tendencia se está empe-
zando a replicar en los distintos estados miembros a través 
de reformas y políticas públicas.3

2. 	 El sistema internacional de derechos humanos a través de sus dos 
componentes, los órganos basados en la Carta de la onu (el Consejo 
de Derechos Humanos y los procedimientos especiales) y los órganos 
creados en virtud de instrumentos internacionales de derechos 
humanos es como funge el núcleo básico de la onu para «globalizar» 
los derechos en pro de la dignidad humana.

3. 	 En México la reforma electoral de 2014 ha construido un nuevo paradigma 
en este camino de la inclusión y la construcción de ciudadanía al elevar la 
garantía de paridad entre hombres y mujeres, entre otras disposiciones.
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La historia documenta de igual manera que, como parte 
de esta evolución institucional, se creó la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos (dudh) en 1948. Dicha de-
claración abrió los cauces en materia de derecho y significó 
un avance fecundo en la visibilización y reconocimiento de 
derechos y consolidación de instituciones democráticas. 
El doctor en filosofía Michel Schooyans menciona que esta 
declaración es la respuesta a la experiencia totalitaria, pues 
para evitar tales desastres era preciso reconocer que todos 
los hombres tenían la misma dignidad, los mismos dere-
chos, y que esos derechos debían ser promovidos y prote-
gidos por los Estados y la comunidad internacional (Schoo-
yans, 2002, p. XIII).

En concordancia con esta ruta de pensamiento univer-
sal, liberal y democratizador, surgió el Pacto Internacional 
de los Derechos Civiles y Políticos (pidcp) y el Pacto Inter-
nacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales 
(pidesc) como parte de varios tratados y convenciones que 
fortalecieron y enriquecieron el marco jurídico de los dere-
chos humanos. 

En esta línea, el abogado y consultor de derechos hu-
manos Daniel O’Donnell refiere que el Comité de Derechos 
Humanos, en su Observación General núm. 18, identificó 
un vacío en la definición de discriminación dentro del pi-
dcp, por lo cual consideró útil tomar en cuenta las defini-
ciones, sustancialmente idénticas, contenidas en las con-
venciones sobre la eliminación de la discriminación racial 
y la discriminación contra la mujer. Además, en relación 
íntima e indisoluble con este principio, la Observación Ge-
neral núm. 18 incorporó también a la doctrina del Comité 
el concepto de que no toda diferenciación de trato cons-
tituye discriminación, así como los criterios que permiten 
distinguir entre discriminación y mero trato diferenciado 
(O’Donnell, 2012, p. 962).
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Considero que este tipo de análisis específicos influyen 
en ajustar los mecanismos y estrategias para dar mejores 
resultados en la búsqueda del equilibrio entre hombres y 
mujeres, ante las múltiples interpretaciones o lagunas que 
comúnmente se originan en el derecho.

Desde marzo de 2006, el Consejo de Derechos Humanos 
(cdh) reemplazó a la antigua Comisión de Derechos Hu-
manos. Sus principales funciones son analizar violaciones 
graves y sistémicas de derechos humanos y desarrollar el 
derecho internacional de los derechos humanos.4

1.2 Sistema interamericano de derechos humanos 

Para hacer más efectivo este ideal progresista, se crearon 
organismos rectores y tutelares de los derechos humanos 
en distintas regiones. En este sentido se creó la Organiza-
ción de Estados Americanos (oea) como promotora de los 
derechos humanos en América. Esta organización tiene su 
valor fundamental en cuanto a que aprobó la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre (dadh), la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh) y 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con lo cual 
se creó el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
(sidh).

Hay quienes sostienen, como el doctor en derechos hu-
manos Felipe González Morales, que en un principio las 

4.	 Por ejemplo, el Consejo de Derechos Humanos, a través del Grupo 
de Trabajo, emitió una lista de recomendaciones entre las que se 
encuentran la adopción de medidas concretas para promover la igualdad 
y equidad de género (Recomendación 148.42), prevenir y sancionar 
la violencia contra las mujeres (Recomendación 148.75) y alentar una 
mayor participación de las mujeres en la vida política estatal y municipal 
(148.38) (onu, 2013).
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iniciativas de la cidh se concentraron en las violaciones 
cometidas de manera masiva y sistemática por regímenes 
dictatoriales; sin embargo, en la medida en que se ha evo-
lucionado hacia sistemas democráticos de gobierno, la co-
misión ha diversificado sus tareas (González, 2009, p. 55). 
A mi juicio, ajustarse a esta idea es valorar el contexto his-
tórico de los derechos humanos a una escala continental, 
donde nos permite entender cómo son consecuencia casi 
natural del nivel de democracia de un país y en este contex-
to en el paso de las dictaduras a la democracia ha habido un 
crecimiento gradual en el ámbito de protección, claridad y 
énfasis de esta materia.

En el corto, mediano y largo plazo, el gran reto en Méxi-
co y en toda la región será el lograr la adecuada implemen-
tación de las decisiones y estándares de las instituciones del 
sistema interamericano, empezando de forma principal por 
las decisiones emanadas de la cidh (Pelayo, 2011, p. 68).

1.3 Derechos humanos en México

Más allá de textos tradicionales como la Constitución, 
nuestro régimen de derecho y el sistema democrático cons-
tituyen el resultado del trabajo y esfuerzo de quienes se han 
organizado por hacer de este país un lugar mejor. Sin em-
bargo, ante los obstáculos del devenir cotidiano, es impor-
tante no solo tener instituciones fuertes, sino que además 
estén coordinadas con las instancias y derecho internacio-
nal. Los derechos humanos forman parte de esta meta por 
alcanzar, donde no solamente las personas los identifiquen, 
sino que además los ejerzan. Por eso, cuando se habla de 
los derechos humanos en México es importante abordar la 
reforma constitucional en materia de derechos humanos de 
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2011, debido a que esgrime un precedente constitucional 
al robustecer el juicio de amparo, modificar el concepto de 
garantías individuales por derechos humanos e incorporar 
el principio pro personae, entre otros.

Al respecto, el director del Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la unam, Pedro Salazar Ugarte, señala:

Los alcances potenciales de esta constitución emergen de 
cinco ejes estratégicos: a) la ampliación del conjunto de de-
rechos humanos; b) el ensanchamiento en la titularidad de 
derechos; c) la especificación de las obligaciones de las auto-
ridades; d) el fortalecimiento de las instituciones de protec-
ción (jurisdiccionales y no jurisdiccionales); e) el énfasis en 
la protección de derechos desde las políticas públicas (2015).

De tal suerte que, para cumplir con la tarea mencionada 
anteriormente, la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos (cpeum), a través de la reforma del artículo 
primero, párrafo tercero, aborda la manera y perspectiva de 
proteger los derechos humanos:

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibi-
lidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

El jurista de derecho internacional Augusto Cançado Trin-
dade menciona la reticencia que se tenía en el pasado a las 
obligaciones internacionales por el temor a ver mermada 
la soberanía de los Estados y menciona la inaplicación a los 
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tratados de derechos humanos, pues es menester identifi-
car la interpretación más apropiada para la realización de su 
objetivo y propósito (Cançado, 2001, pp. 20-21).5 Esta rup-
tura radical entre la teoría monista y dualista es distintiva 
del carácter continuo y paulatino del pluralismo jurídico, 
donde nos damos cuenta de que no existimos, sino coexis-
timos, y debe haber cabida a todas las formas en que una 
sociedad globalizada observa e interpreta el derecho.

Es por eso que también este ajuste jurídico e institucio-
nal al derecho internacional debe estar acompañado de una 
mayor desconcentración del poder político, si no la amplia-
ción de la esfera de protección jurídica, no será más que de-
rechos en papel (Vásquez, 2013, p. 168a). 

2. Democracia 

Tanto la onu (Franco, 2016, p. 11) como Norberto Bobbio 
(1997) esgrimen la idea de que la democracia, la paz y los 
derechos humanos siempre han tenido una relación muy 
estrecha en la medida que cada uno tiene un papel funda-
mental para que la sociedad pueda aspirar a vivir en equi-
librio.

El escritor y politólogo Giovanni Sartori menciona que 
el término democracia aparece por primera vez en Heródo-
to y significa poder (kratos) y del pueblo (demos). Sin em-
bargo, en la actualidad significa liberal-democracia (Sartori, 

5. 	 Aquí hace una remembranza sobre la advertencia de la Corte Europea 
de Derechos Humanos ya en 1968 en el caso Wemhoff versus República 
Federal de Alemania. De igual manera en México la tesis 160480 
representa el camino judicial para aplicar las normas correspondientes 
haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su 
protección más amplia.
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1992, p. 27).6 Para entender cómo funcionan las democra-
cias modernas es preciso señalar el camino por el cual las 
autoridades llegan a ostentar el poder. Una democracia 
moderna se caracteriza por la renovación periódica del po-
der, a través del ejercicio de los derechos civiles con usos 
políticos y la existencia de división de poderes.

Por ejemplo, en México se da un primer paso tras la 
dictadura de Porfirio Díaz, pues se conquistaron espa-
cios sociales y políticos a través de las instituciones y 
comenzaron a celebrarse elecciones periódicas. Sin em-
bargo, la transición democrática de manera efectiva fue a 
partir de la reforma electoral de 1977. Entre los cambios 
que forman parte de esta reforma está el registro condi-
cionado, la integración de diputados de representación 
proporcional, dinero público y medios de comunicación 
y la participación de partidos a nivel local. Este proceso 
continuó en las reformas electorales de 1987, 1990, 1996, 
2008, 2012 y 2014.

Actualmente vivimos en un sistema electoral con elec-
ciones periódicas, libres, auténticas, competitivas, plurales 
y universales. Además, para cumplir con estos principios 
cardinales se han creado autoridades electorales adminis-
trativas y jurisdiccionales independientes y especializadas.

En el Diccionario de política, Norberto Bobbio define el ré-
gimen político como «el conjunto de las instituciones que 
regulan la lucha por el poder y el ejercicio del poder y de 
los valores que animan la vida de tales instituciones» (Levi, 
1991, p. 1362).

6. 	 De igual manera menciona que la distinguen tres elementos: la 
democracia es un principio de legitimidad, la democracia es un sistema 
político llamado a resolver problemas de ejercicio (no únicamente de 
titularidad) del poder y la democracia es un ideal.
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Dentro de los propósitos del régimen democrático es 
preciso citar al politólogo argentino Guillermo O’Donnell, 
el cual menciona que: 

El acceso a las principales posiciones gubernamentales (con 
la excepción del poder judicial, fuerzas armadas y eventual-
mente los bancos centrales) se determina mediante eleccio-
nes limpias. Por elecciones limpias me refiero a aquellas que 
son competitivas, libres, igualitarias, decisivas e inclusivas, 
y en la cuales los que votan son los de sus varios funciona-
rios y diferentes tipos de intelectuales, «estados-para-la-
nación (o para-el-pueblo)» (2015, p. 22).

Es preciso señalar que para que exista democracia la volun-
tad de la ciudadanía debe hacerse escuchar, si dentro de 
este campo las mujeres son discriminadas por razones de 
género o no pueden aspirar a un cargo de elección popular, 
el espíritu democrático queda mermado. La democracia se 
fortalece en la medida en que los ciudadanos confían en las 
instituciones y en la medida que estas son transparentes, 
incluyentes y plurales. Es por eso que el pensamiento polí-
tico tiene sus raíces en el análisis y el diseño de las institu-
ciones (Guy, 2013, p. 16). 

La estructura política de un Estado democrático mo-
derno requiere que ese público concebido por los teóricos 
democráticos no solo exista, sino que sea el foro mismo 
en el cual se ponga en práctica una política que responda 
a problemas reales (Mills, 1963, p. 17). Por eso se requiere 
repensar el sistema electoral a través de dinámicas don-
de las personas participen y se involucren en la construc-
ción de soluciones, y dar ahora una mirada más detallada 
a la ciudadanía política por medio de un régimen basado 
en elecciones limpias, institucionalizadas e inclusivas 
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(O’Donnell, 2015, p. 29). En nuestro país, el sistema elec-
toral ha tenido éxito en el diseño de procesos electorales 
cada vez más plurales y competitivos, sin embargo, en la 
representación todavía existe una brecha entre represen-
tantes y representados que se ha traducido en inconformi-
dad y abstencionismo.

3. Principio de igualdad

Dentro de esta vocación de aprendizaje de hacer más efec-
tivos los derechos humanos, encontramos los principios 
universales como la igualdad y no discriminación. Bajo 
este esquema, autores como Daniel O’Donell y Robert Dahl 
mencionan que la historia de la democracia es la historia de 
la renuente aceptación de la apuesta inclusiva (O’Donnell, 
2015, p. 29) y que este es el mejor sistema en medida que 
reconoce una igualdad intrínseca (Dahl, 1999, p. 106).

Para entender el principio de igualdad es menester citar 
al jurista italiano Luigi Ferrajoli que responde: «en primer 
lugar, entonces, el principio de igualdad es un principio 
normativo que requiere la protección de las diferencias, 
comenzando por la diferencia de género» y «en segundo 
lugar, el principio de igualdad es una norma la cual requiere 
que se reduzcan las desigualdades» (2010). 

Esto nos permite entender que el principio normativo 
exige conceder los mismos derechos de manera formal tan-
to a hombres como a mujeres, como es el caso del sufragio, 
y por el otro reducir las desigualdades económicas y mate-
riales, como las brechas salariales que se mantienen en la 
actualidad.

Esta visión no ha sido estática, ha sido cambiante; sin 
embargo, es necesario identificar las áreas de necesidad, la 
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división propuesta por Ferrajoli igualdad formal y sustan-
cial7 permite dar cuenta de los equívocos cometidos ya sea 
de iure o de facto y así desmontar estas acciones u omisiones 
que en ocasiones son realizadas de forma dolosa.

4. No discriminación 

Para conjugar de manera efectiva el principio de igualdad 
debemos ligar la idea de no discriminación, establecida 
tanto en el artículo 2 de la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, como el respectivo artículo 26 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Para ocuparnos de esta idea y alzar la mira para la pro-
tección de los derechos humanos, el especialista en dere-
chos humanos Carlos de la Torre Martínez, señala que de 
este punto cardinal convergen distintos elementos:

Un primer elemento por el cual se prohíbe todo tipo de 
distinción, preferencia, exclusión o desigualdad entre las 
personas; un segundo elemento mediante el cual se esta-
blece un catálogo de características personales o grupales 
con base en las cuales se considera injustificado hacer cual-
quier tipo de distinción relevante al derecho; y un tercer 
elemento a través del cual se determina que toda distinción 
basada en las anteriores características se considerara dis-
criminatoria cuando limite, restrinja, anule u obstaculice el 
goce y ejercicio de un derecho fundamental (2006, p. 258).

7. 	 Igualdad formal es aquel principio que se garantiza mediante la 
atribución a todos de los derechos de libertad. El segundo significado 
viene habitualmente llamado igualdad sustancial, que se garantiza a 
todos por medio de los derechos sociales (Ferrajoli, 2010).
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Este principio tiene que ser visto como una evolución 
construida a partir de la identificación de fortalezas y en-
mendaciones de errores de la génesis del derecho. Consi-
dero importante la profesionalización y capacitación para 
atender estos temas, en aras de fortalecer las instituciones, 
ya que dentro de este camino de adaptación y adecuación 
se puede caer en el error. Dicho en otras palabras, el prin-
cipio de no discriminación (o de razonabilidad, o de rela-
ción medio-fin), lejos de ser incorrecto, es relevante solo 
si se presume que se dan ciertas condiciones de igualdad 
de oportunidades y de no sometimiento de algunos grupos 
(en el sentido de trato desigual grupal histórico sistemático 
y, por ello, estructural). Si no se dan estas condiciones, el 
principio de no discriminación «llega tarde» y puede ser 
un excelente instrumento, a menudo utilizado sin con-
ciencia de sus efectos, perpetuador y reforzador de aquellas 
prácticas que generan situaciones de desigualdad estructu-
ral (Saba, 2007, pp. 705-706).

5. Perspectiva de género

Para orientar las conductas y comportamientos a este camino 
de igualdad y no discriminación es importante hablar sobre 
la pertinencia del género y la perspectiva de género en el 
derecho. En primer lugar, es necesario diferenciar entre 
sexo y género. Sexo hace referencia a los cuerpos sexuados 
de las personas; esto es, a las características biológicas 
(genéticas, hormonales, anatómicas y fisiológicas) a partir 
de las cuales las personas son clasificadas como machos o 
hembras de la especie humana al nacer, a quienes se nombra 
como hombres o mujeres, respectivamente. En tanto género 
son los atributos que social, histórica, cultural, económica, 
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política y geográficamente, entre otros, han sido asignados a 
los hombres y a las mujeres (conapred, 2016).

Debemos reconocer en primer lugar el papel del lengua-
je, para repensar sobre cómo el derecho opera al modo de 
una tecnología de género, en la medida que constituye un 
proceso de producción de identidades de género (Smart, 
2000, p. 39). 

Bajo esta lógica de evaluar estrategias y proponer so-
luciones más allá de foros, discusiones y pláticas, no se 
puede argüir de una auténtica voluntad transformadora si 
permean normas como el caso de María Eugenia Morales 
de Sierra vs. Guatemala, de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, donde el propio Código Civil exigía 
ese permiso del marido para que una mujer casada pudiera 
trabajar.

La historia de México también concibe una situación de 
esta índole dentro de sus páginas, en el caso de Elvia Ca-
rrillo Puerto en 1924, quien contendió por una diputación 
al Congreso Federal y ganó la elección. Sin embargo, este 
triunfo se anuló debido a que el Colegio Electoral se adecuó 
al texto constitucional que establecía «los electores y elegi-
bles eran solo los hombres» (Peniche Rivero).

6. Violencia contra la mujer

El uso de la expresión «violencia de género» es tan reciente 
como el propio reconocimiento de la realidad del maltra-
to a las mujeres. Es una manifestación más de la resistencia 
que existe a reconocer que la violencia contra las mujeres 
no es una cuestión biológica ni doméstica sino de género 
(Maqueda, 2006). 

Es así que para emprender estos cambios imperativos 
es urgente acabar con esta idea de predominancia frente 
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a grupos históricamente oprimidos como son las mujeres. 
Este pensar fue esgrimido por el filósofo Jean-Jacques Rous-
seau, quien tenía la idea de que las mujeres no pertenecen al 
orden de lo público-político, sino al de lo doméstico-priva-
do (Fries, 2007, 33). Aunque hay un avance, estos condicio-
namientos característicos de un periodo antiguo son parte 
de nuestra realidad, es por eso que es importante conocer y 
atender este problema y generar un cambio profundo.

Es necesario que mujeres y hombres visibilicen y tra-
bajen en conjunto para eliminar esta carga de desigualdad 
de quienes son más de la mitad del planeta, ya que el sexo 
envuelve un matiz político que suele pasar desapercibido, 
al entenderse la política como relaciones estructuradas de 
poder por las cuales un grupo de personas es controlado por 
otro (Fries, 2007, p. 43).

De igual manera, para institucionalizar estos principios 
de igualdad, ampliarlos, hacerlos permanentes y para apli-
carlos se creó la Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (cedaw)8 9  y 
también, en este sentido de responsabilidad internacional, 
se creó la Convención Interamericana para Prevenir, San-
cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención 
Belém do Pará).10

8. 	 Dentro de este objetivo se debe subrayar la Recomendación General 19 
del cedaw, la cual reconoce que la violencia contra las mujeres es una 
forma de discriminación que impide gravemente el goce de derechos y 
libertades.

9. 	 Para incorporar estas ideas, el Estado mexicano, la ratificó el 15 de marzo 
de 2002; con esto refrenda su compromiso con una política de inclusión 
y de cooperación y colaboración internacional (cedaw, 2005).

10. Dentro de este ejercicio de concientización y visibilización de esa 
violencia endémica que aqueja a las mujeres, esta convención describe 
que por violencia contra la mujer «debe entenderse cualquier acción o 
conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como 
en el privado».



  I    143
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN CON 

PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LOS DERECHOS HUMANOS PARA ERRADICAR LA 
VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN MÉXICO

Mención honorífica / XVIII Certamen de Ensayo Político

7. Violencia política contra la mujer

Dentro de este campo común de acción y pensamiento, es 
necesario precisar la violencia política contra las mujeres. El 
Protocolo para Atender la Violencia Política Contra las Mu-
jeres comprende todas aquellas acciones y omisiones —in-
cluida la tolerancia— que, basadas en elementos de género 
y dadas en el marco del ejercicio de derechos político-elec-
torales, tengan por objeto o resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos políticos 
o de las prerrogativas inherentes a un cargo público (Tri-
bunal Electoral, 2016). Dicho mecanismo es un ejemplo de 
las estrategias de transformación, de estos rasgos cultura-
les que mantienen ese techo de cristal que muchas veces 
se construye desde la infancia y que también afecta esferas: 
política, económica, social, cultural, público privado, entre 
otros.

A su vez, el comité de la cedaw dentro de sus propósi-
tos primordiales para transformar esta realidad señala en la 
Recomendación General 19, párrafo 9,11 y en armonía a este 
principio para desquebrajar este fenómeno la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales (legipe) en 
el artículo 442, determina quiénes son las personas respon-
sables por infracciones cometidas a las disposiciones elec-
torales. De tal suerte, los casos de violencia política contra 
las mujeres atentan contra lo establecido por la Constitu-
ción, los tratados internacionales y la legipe, por ello, los 
sujetos citados en dicho artículo pueden incurrir en res-
ponsabilidad electoral.

11.	 Los Estados pueden ser responsables de actos privados si no adoptan 
medidas con la diligencia debida para impedir la violación de los 
derechos o para investigar y castigar los actos de violencia y proporcionar 
indemnización.
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Dentro de este largo camino que se ha recorrido en busca 
de alcanzar una democracia justa e igualitaria, han surgido 
situaciones que nublan y obstaculizan el quehacer reforma-
dor. Entre estos casos podemos destacar el enfrentado por 
la regidora María Ruth Zárate Domínguez, en el municipio 
de Tecamachalco, Puebla, quien a raíz de una denuncia por 
falsificación de un acta de cabildo extraordinaria fue ame-
nazada con que iba a ser desaparecida. Se le negó material 
de trabajo, se le retuvieron sueldos y aguinaldo y fue hu-
millada públicamente. A través de la sentencia del Tribu-
nal Electoral del Estado de Puebla (teep)12 y posteriormen-
te la ratificación por parte del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (tepjf) se ordenó al titular de la 
Tesorería del Ayuntamiento de Tecamachalco a pagar ocho 
meses de dieta y prestaciones a la regidora. No obstante, en 
sesión de cabildo, ingresó al salón con bolsa en mano, se 
acercó a la regidora y le arrojó los 209,000 pesos en efec-
tivo, con billetes de 100 y 50 pesos, por lo cual la regidora 
optó por levantarse y retirarse del lugar ante tal humilla-
ción (Roa, 2015). Esto nos habla de la importancia de hacer 
valer de manera efectiva la instrumentación diseñada para 
contemplar las necesidades específicas de las mujeres ante 
estas acciones conservadoras y de retroceso.

Conclusión

México ha avanzado en materia de democracia, derechos 
humanos y en garantizar el principio de igualdad y no 
discriminación con perspectiva de género para erradicar 

12. 	TEEP-A-018/2015.
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la violencia política contra las mujeres. Sin embargo, la
ideología machista predominante en nuestro país ha 
complicado esta meta.

Dentro de los esfuerzos locales que se han hecho po-
demos mencionar la creación de la Comisión Permanente 
de Inclusión, Igualdad y Paridad de Género en el Instituto 
Electoral del Estado de Puebla. A nivel federal se han pues-
to en marcha modificaciones legislativas, como la reforma 
electoral de 2014, que plantea la paridad horizontal y ver-
tical; instrumentos como el Protocolo para Atender la Vio-
lencia Política Contra las Mujeres; la capacitación y profe-
sionalización en materia de género, entre otros. Además, 
dentro de esa inserción de México al mundo global se ha 
ratificado el compromiso de HeForShe, la cual es una cam-
paña solidaria que promueve la igualdad de género, creada 
por onu Mujeres.

Es necesario hacer conciencia como ciudadanos, acerca 
de los roles de género que nos afectan como personas y ter-
minan por reproducir discriminación Es importante tam-
bién darnos cuenta que el camino para acabar con la violen-
cia de género, la segmentación y la discriminación es por 
medio de los derechos humanos. En concordancia con ello 
el Estado mexicano debe atender esta situación por medio 
de leyes y políticas públicas donde, estoy convencido, el 
enfoque idóneo y pertinente es la aplicación del principio 
de igualdad y no discriminación con perspectiva de género 
a través de los derechos humanos para erradicar la violencia 
política contra las mujeres en México. 

Existe un avance gradual; sin embargo, es importante 
mantenernos en este camino donde seamos partícipes y 
colaboremos de la mano, ya que todos tenemos las mismas 
aspiraciones de tener un mejor entorno en libertad y sin 
condicionamientos. 
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